PAGE  
38
www.monografias.com

Derecho fiscal

Juan Marcelino Gonzalez - dr.juanmarcelinogonzalez@hotmail.com

1. A modo de prefacio
2. Finanzas - Concepto
3. Actividad Financiera del Estado – Concepto
4. El Derecho Financiero – Concepto
5. Los Gastos públicos
6. Clasificación de los ingresos  públicos según la C. N. – Generalidades
7. Equilibrio cíclico de los presupuestos
8. Recursos Derivados o Tributarios
9. La Obligación Tributaria – Consideraciones  Generales
10. El Impuesto – Concepto – Naturaleza Jurídica
11. Elementos del Impuesto
12. Momentos de la Imposición
13. Tasas – Definición
14. Finanzas Municipales
15. El Presupuesto – Definición
16. Algunos Conceptos
17. Bibliografía
A modo de prefacio
El derecho financiero es la disciplina jurídica que estudia los principios y los preceptos legales que rigen la organización del Estado para la percepción, administración y empleo de los recursos públicos y, las relaciones jurídicas que los impuestos originan entre el Estado y los Contribuyentes como consecuencia de la imposición.


El derecho financiero comprende principalmente la legislación presupuestaria, la contabilidad pública, el régimen de las erogaciones e inclusive, los ingresos que no sean de fuente tributaria.  Las instituciones propias del Derecho Financiero son: el recurso de inversión, gastos públicos, deuda pública y crédito público, entre otros.


El derecho financiero tiene por objeto el ordenamiento jurídico de la actividad financiera estatal, en ella se encuentra el conjunto de loa actos de Gobierno tendientes a regular, por medio de la leyes, la actividad financiera del Estado.

Entonces, ¿de qué se ocupa el derecho financiero? Se ocupa de captar los ingresos públicos y la realización de los egresos, unidades ambas para cumplir con el fin del Estado, es decir, establecer y controlar el destino de los ingresos públicos y controlar la forma de cómo se producen y se utilizan.  En fin, tiene por objeto el ordenamiento jurídico de la actividad financiera estatal en la que involucramos el conjunto de estos actos. 

Así, la actividad financiera estatal resulta un círculo completo, de una parte el ingreso y de la otra el egreso, unidades ambas mediante las gestiones necesarias a tales fines.   El estudio del derecho financiero lleva el examen de la totalidad de la actividad financiera estatal regulada por medio de le leyes, y el del derecho tributario se nos presenta como una parte del mismo porque fundamentalmente, se refiere a un aspecto de las finanzas estatales cual es, la tributación.  El derecho financiero es el conjunto de normas que disciplinan los diferentes ingresos del Estado.   Así tenemos, los ingresos:Originarios: corresponden a los frutos del derecho de propiedad del Estado. De empresas públicas: son las ganancias similares al de derecho privado que se realiza bajo la gestión directa del Estado en una actividad económica determinada.   Esta gestión se realiza en dos grados de intervención que pueden ser: la Libre Concurrencia y el Monopolio del Estado como por ejemplo ANTE, ANNP, FERROCARRIL, etc. De Empresas Mixtas: son el dividendo o ganancias que derivan de este tipo de Empresas con la participación en el capital de aportes privados y públicos; y en la administración de consecuencia privada y pública. De Tributos: constituye la prestación jurídica obligatoria que implica otras vinculaciones del derecho sustantivo formal, así como una serie de actos y procedimientos administrativos. Que proceden del Empréstito Público: son el objeto de la relación contractual de naturaleza privada o pública, según el caso, del derecho internacional u otro. Los que provienen de las relaciones pecuniarias: son sanciones de delitos y por su naturaleza, pertenecen al derecho penal tributario. Los que provienen de las obligaciones emergentes del presupuesto: es la norma relativa a su formación, aprobación y ejecución. 
El derecho Fiscal es el conjunto de disposiciones legales y principios de derecho, que regula la actividad jurídica del Fisco.  El derecho fiscal es el que se ocupa de los ingresos públicos y privados.  El fisco comprende al Estado como preceptos de los ingresos patrimoniales y regula la actividad jurídica de éste.

Según la concepción de Kelsen, el Fisco comprende al Estado preceptor, tanto los ingresos patrimoniales regulados por el Derecho cuando los que provienen del cumplimiento de disposiciones del Derecho Público.

Siendo así tenemos: Ingresos de Derecho Público: son llamados derivados que el Estado obtiene del patrimonio de los particulares, de entidades ajenas al Estado, mediante los impuestos, tasas, contribuciones y parafiscales. Ingresos de Derecho Privado: son los originarios o dominiales, obtenidos de los bienes que integran el patrimonio propio del estado, como persona jurídica de existencia necesaria y como consecuencia de su actividad de carácter económico.  Esos bienes están constituidos de distinta naturaleza, territoriales, comerciales y, en ocasiones, derivan de los ingresos de renta de sus bienes, la utilidad de su incursión patrimonial o el dividendo de las acciones de las Empresas de la que el Estado es parte o propietario.  Los recursos originarios están considerados como parte del patrimonio derivado del Estado.


El Estado explota por su propio medio o por concesiones de bienes  de su dominio privado sobre los cuales determinan regalías, royalties, compensación u otro derecho en condiciones justas y convenientes para los intereses nacionales.


La obtención de estos ingresos no es como consecuencia de la creación de la Ley, la actuación del estado se asemeja a la actividad de los particulares que perciben rentas, dividendos o utilidades.


Regalías o royalties: Palabras inglesas que significa Canon, es aquel que el Estado cobra por la explotación de juegos de azar, obras públicas o empresas internacionales como Itaipú y Yacyretá.


Compensaciones son gastos compensatorios realizados por el Estado para sustituir los gastos del sector privado a fin de mantener un determinado nivel de la renta nacional, es decir, estimula la inversión privada.


Espero,  que este opúsculo sobre el Derecho Fiscal, sirva de guía para los estudiantes para la comprensión de esta disciplina del Derecho Público.







El autor.

LECCIÓN
I

Finanzas - Concepto

Podemos decir que Finanzas constituye una “Ciencia Jurídica, que tiene por finalidad la determinación de los medios a partir de los cuales se obtendrán los recursos necesarios para el fiel cumplimiento de los objetivos políticos, sociales, económicos y jurídicos del Estado”, como también: “Conjunto de conocimientos que tienen por objeto la obtención de ingresos, originarios o derivados para su aplicación a través de una adecuada administración a las funciones y servicios del Estado”

Es importante destacar en este punto, que no se debe confundir, teniendo en cuenta el concepto que hemos dado a Finanzas con el Derecho Financiero, que constituye la “Rama del Derecho Público interno, que regula la actividad del Estado en cuanto a los órganos encargados de la recaudación y aplicación de impuestos, presupuesto, crédito público y, en general todo lo relacionado directamente con el patrimonio del Estado y su utilización”, como tampoco con Finanzas Públicas, que constituyen los “Recursos o rentas públicas recaudados y administrados por el Estado, e invertidos o destinados directamente por el mismo a la satisfacción de las necesidades generales de la población”

La Ciencia de las Finanzas – Concepto

La exigencia del recurso y su aplicación, obviamente exige del Estado la facultad de reglar integralmente los medios para obtener esos recursos que necesita, para cumplir con su cometido de satisfacer necesidades generales.

Así, la Ciencia de las Finanzas constituye el saber fundado, razonado y cierto por sus principios axiomáticos y causas que determinan la formación o modo de adquirir la riqueza, así como los bienes financieros destinados a satisfacer las necesidades colectivas del Estado.

Podemos definir a la Ciencia de las Finanzas como la que: “Estudia los principios básicos y abstractos, los objetivos políticos y las normas que rigen todo lo referente a la adquisición, administración e inversión de todas las riquezas requeridas por los entes políticos para lograr la satisfacción de las necesidades públicas”

Definición – Etimología

A nuestra disciplina se lo conoce con los nombres de “Ciencia Fiscal”  o simplemente “Finanza”


Esta ciencia estudia una categoría muy especial y particular de fenómenos de contenido o de corte netamente económico, (encaminada hacia una actividad financiera) distinto a los que son objeto de estudio, que de ellos hace la Economía Política (Actividad Económica)


Varias son las soluciones que se han intentado para dar una definición  de esta disciplina, teniendo entre ellos la llamada Definición Restrictiva y la Definición Amplia, habiendo otras definiciones como la del Prof. Pangrazio, que dice: “Es la ciencia que tiene por objeto la obtención de los ingresos, sean originarios o derivados, para aplicarlos mediante la administración legal a las funciones y servicios del Estado, Provincias y Municipalidades”

Federico Flora la define como “Aquella  rama del conocimiento  humano que estudia los principios abstractos, los objetivos políticos y las normas legislativas que rigen la adquisición, gestión y empleo de las riquezas requeridas por los entes políticos para la satisfacción de las necesidades públicas”,  y otros sin embargo la definen como “El conjunto de reglas y principios que determinan la manera de constituir, administrar e invertir el patrimonio público”

La definición Amplia, propia de la Escuela alemana, establece que es “La ciencia que estudia el consumo y los productos del Estado (Gastos y Recursos) con arreglo a sus legítimas necesidades” y la definición Amplia, propia de la Escuela francesa que dice: “Ciencia que estudia las rentas del Estado y la mejor manera de obtenerlos”

Como puede ser observado, sea cual fuere la definición dada a la ciencia financiera, todas deberán comprender dentro de ellas, las tareas fundamentales que la actividad financiera estatal abarca, y que son: la obtención de los recursos públicos, su posterior empleo, administración y control.

Etimológicamente, la palabra Finanza proviene del participio latino “Finattio” que significa Pagado; de la voz Griega “Finos” pasa al Latín “Finis” que significa “Fin” entendiéndose por tal el pago de conclusión de los negocios jurídicos.

Antecedentes Históricos - Evolución

Por mucho que se haya buscado, especialmente en la primera época de la historia de la humanidad y durante algunos siglos posteriores, se puede decir que existan antecedentes que puedan avalar alguna labor científica o técnica de las Finanzas y que pueda ser considerada aceptablemente como antecedente de nuestra disciplina, en tanto que, algunos autores afirman que se encuentran en el antiguo Egipto (3.400 AC)  algunas prácticas y experiencias financieras.

Lo mismo puede decirse de Babilonia y Persia, e incluso existen constancias Bíblicas en que constan que la dispersión de las tribus de Israel y la posterior ruina de la Monarquía existente posterior a Salomón, obedecieron a fenómenos netamente tributarios.

Entre sus precursores más cercanos podemos citar a los siguientes: Jenofonte (430 – 355 a.c.), y Aristóteles (384 – 322 a.c.) en Grecia, a Santo Tomás de Aquino (1225 – 1274); Francisco Quesnay (1694 – 1774); Turgot (1727 – 1781) y Adam Smith (1732 – 1790)

Tampoco es ajena la situación de que, el mundo antiguo, siempre vivió permanentemente en guerra de conquista, que tenían como uno de los principales objetivos el establecimiento de un tipo de Hacienda”, conocida con el nombre de “Hacienda Parasitaria” con lo cual intentaron los pueblos desplazar la incidencia y el peso de los enormes gastos que producían las guerras y otras obligaciones devinientes no solo de las luchas.

En Grecia, se avizora las primeras manifestaciones de carácter impositivo, pues establecieron un impuesto sobre el comercio internacional, con el cual sufragaron sus gastos públicos, aprovechando su florecimiento comercial dado por su privilegiada situación geográfica. En las obras diversas de la época,  se encuentran algunas referencias financieras, en especial en la obra de Xenofonte titulada “Las Rentas de Atenas”. 

Platón y Aristóteles, también dejaron algunas referencias del quehacer financiero de sus épocas.

Roma asimismo tuvo un sistema tributario interno, pero, empleó la guerra de conquista con fines tributarios muy peculiares, pues, mantuvieron la organización de los países conquistados merced al llamado “Tributo Imperial”

Con la llegada de la Edad Media, se desarrolla el gobierno feudal, pasando el aspecto financiero a ser un problema de los señores feudales. 

Con ello se desintegra el concepto y finalidad de los impuestos, pues cada Señor Feudal, percibía un “impuesto” de sus vasallos, ya sea por la tierra como por la producción, consistente generalmente en aportes porcentuales a cada actividad. Además, el derecho a vasajalle exigía, a más de los aportes, servir al Señor Feudal incluso en las guerras, debiendo sufragar los gastos de armas y equipos el vasallo, con lo que el Señor Feudal se obligaba solo a proteger a los mismos dentro de sus muros en casos de ataques de otros señores feudales. A su vez, el Señor Feudal, debía “impuestos” al Rey, que lo tomo en consideración para ser ungido Feudal.

Posteriormente los Señores Feudales observaron que, los últimos emperadores del Imperio Romano tuvieron que soportar a los “Vir Potentes”  que eran hombres poderosos que obtuvieron de los emperadores inmunidad fiscal, privilegio que se extendió a cada provincia. Este beneficio fue pretendido por los Señores Feudales, con el agregado de la idea de que las tierras del fisco dada en concesión deberían de gozar del mismo privilegio. Concedido a algunos, poco a poco se fue generalizando a todos  los feudos, con lo que, la antigua obligación impositiva cedió paso al sentimiento de que estar obligado a pagar tributo, ello significaba servilismo. Con esta actitud, el concepto de impuesto, que constituye un deber cívico, igual y señorial sufrió su primera gran crisis, agravado con el nacimiento de otro realmente irritante privilegio, “El Honor”, que constituía el derecho de hacerse dueño de impuestos pagados por determinado territorio, con ello, el deber superior del Estado de percibir los impuestos, se transformó en un derecho patrimonial particular.

La Iglesia Católica, al alcanzar una poderosa fuerza política y social, obtuvo para ella y sus bienes inmunidad fiscal y derecho de cobrar diezmo, obligándose con ello hacerse cargo de asistencia social y educación. 

El impuesto, como derecho superior del Estado ya no existía, su primitivo y auténtico sentido desapareció, cayendo en el más absoluto olvido.

Este estado de relajamiento en los principios fiscales, aparece en virtud de la decadencia absoluta del concepto Estado, que se esfumó con la aparición de la sociedad feudal, en la que los Señores Feudales se constituyeron en toda una institución incluso con mas fuerzas que el propio Rey.

El impuesto vuelve a resurgir en su antigua concepción, solo cuando el antiguo colono se transformó en hombre libre, vivía de su trabajo personal y cuando pudo acceder a la propiedad de la tierra que trabajaba.

       Sin embargo, con el resurgimiento del impuesto, ocurre un hecho curioso, de estar reducido a la impotencia por tanto tiempo, toma su revancha, crece y se multiplica, surgen imposiciones como: La contribución territorial, las Gabelas, y otros muchos, con los que el pueblo llano llega a soportar gravámenes superiores al 50 % de sus ingresos. 

Este estado de cosas perdura hasta el triunfo de una revolución impulsada a través de publicaciones de corte financiero, en la que cada país denuncia los abusos del régimen imperante, demandando la adopción de normas y principios que lleven hacia una cierta justicia tributaria.

El Mercantilismo, es la primera escuela que destacó la íntima dependencia de la economía del Estado  con la economía nacional, atribuyendo a la primera un carácter parasitario y de la segunda se deduce que la necesidad de robustecer la economía nacional será solo a través de una Finanza sana y poderosa.

De todo lo expuesto podemos deducir que, la Ciencia Financiera acompañó el desarrollo del Estado y sus poderes administrativos. Los hombres, dados a la convivencia social, a través de la cooperación política crearon el Estado, como sociedad organizada políticamente para el logro de las satisfacciones de necesidades colectivas que en forma individual o aisladamente no pueden lograr. A este efecto se hizo necesario administrar las riquezas destinadas al consumo público frente a los medios económicos disponibles.

Naturaleza y finalidad de la ciencia financiera

La Ciencia Financiera tiene un “rol” específico, le corresponde considerar los principios de repartición de los gastos públicos y sus condiciones de aplicación. Estudia el punto de vista económico y el político de hechos financieros, analiza las entradas y los gastos para determinar el mejor funcionamiento de la organización financiera, con miras al interés general, es así, entonces una Ciencia Social y sobre todo Política

La finalidad de las finanzas está basada en el interés general, tanto para el hombre de Estado como para el simple ciudadano. Su naturaleza está dada por el consenso de representación social a través del gobierno.


En la Ciencia Financiera el Estado actúa como persona de Derecho Público en función de su poder. Su objeto es la inversión y su fin es la satisfacción de las necesidades generales y colectivas a través de las funciones y servicios que presta.

La Economía Financiera


Entendemos por Economía Financiera a la suma de medidas o instituciones que tienden a la fijación y organización de las necesidades, y particularmente a la obtención e inversión de los recursos en la búsqueda de la satisfacción de las necesidades de una determinada economía.


La Economía Financiera no constituye la Economía del Estado como erróneamente se piensa, sino sólo una parte de la economía pública, que persigue la finalidad de satisfacer las necesidades públicas por el ofrecimiento de prestaciones y servicios de distintos tipos.

El nombre de Finanzas y de Ciencia Financiera


Lo que en la actualidad es objeto y materia de la Ciencia Financiera, en los siglos XVI y XVII era conocida con el nombre de Erario. La literatura alemana del siglo XVII aparece con el nombre de Ciencia Cameralista comprendiendo todas las doctrinas que hacen a la economía de un país, pasando más tarde a ser denominada Economía del Estado o Ciencia de la economía del Estado, denominación objetada, pues en la creencia de sus detractores creaba confusión de nociones, afirmando que Ciencia Financiera se ocupa de la adquisición de recursos de los príncipes del Estado y la Ciencia de la economía del Estado se refiere solo a su distribución.


Con esta objeción, pasó a ser denominada solo Ciencia Financiera designando con ella a la Ciencia o Teoría de la economía Financiera Pública.


Adam Smith, en su libro “La riqueza de las naciones” considera a las Finanzas como una parte de la Economía, para finalmente ser atribuido a Adolfo Wagner a fines del siglo XIX  el mérito de su sistematización científica y otorgamiento de autonomía.

División de la Ciencia Financiera


Nuestra Ciencia puede ser Pública y Privada, siendo la primera, o la Ciencia Financiera Pública o Finanzas Públicas, la que se refiere a los Tributos y a las Políticas Fiscales, estudiando los ingresos y los gastos públicos, el presupuesto, la contabilidad fiscal, la regulación monetaria, el crédito y la deuda pública, que constituyen el Objeto de la Ciencia Financiera. 


La Teoría de la Economía Pública, la que satisface las necesidades, se divide en General y Especial. La primera estudia los fenómenos de la economía financiera pública por medio de la investigación realista y empírica, como por medio de la investigación abstracta o exacta que reduce los fenómenos económicos a sus elementales factores constitutivos para llegar  por la abstracción a resultados universalmente válidos y absolutos, y la Segunda, conocida como Ciencia financiera práctica o Política Financiera constituye más bien la teoría sobre los fines de la economía financiera pública.

La tarea de la Ciencia Financiera


Se manifiesta y cumple en cuanto el Estado procede a la redistribución de la riqueza por medio del sistema impositivo, el aumento de la producción y la obtención de ingresos, su inversión y regulación jurídica. La ciencia financiera se interesa exclusivamente por la manera con que pueden conseguirse los recursos económicos a aplicarse para que se transformen en servicios y prestaciones públicas. 

Ella, debe investigar los medios que pueden ser aplicados para el cumplimiento de los fines estatales, de acuerdo a las condiciones de cada país.

Teoría de los fenómenos de la economía financiera pública


Se denominan fenómenos financieros a las distintas manifestaciones de cambio que se observan en la actividad que el Estado realiza para satisfacer las necesidades públicas, como ser la determinación de impuestos, la elaboración del presupuesto, etc., para ello se han formulado diversas teorías como:

La Teoría del Consumo: que establece que las Finanzas Públicas no son sino un simple consumo improductivo de bienes materiales, inevitable por lo que es preciso reducirlos al mínimo.

La Teoría del Cambio: sostiene que toda organización financiera es un cambio de servicios públicos entre el Estado que los presta y la Sociedad que los paga.

La Teoría sobre la producción: expone esta teoría como fundamento o base del impuesto, un fenómeno de producción, partiendo de la hipótesis de que el Estado es un productor de riquezas materiales y que las riquezas materiales suministradas por los contribuyentes son transformadas por él en beneficios.

Los principios generales de las Finanzas deben referirse a los fenómenos de valor: esta teoría determina que las necesidades colectivas no son sino necesidades individuales. El valor subjetivo es el que determina sus leyes, cada uno atribuye una avaluación subjetiva a las necesidades públicas.


Sobre el monto de las imposiciones podemos decir que su total está en relación con la utilidad final de la riqueza poseída por los contribuyentes en general.

Las relaciones de la Ciencia Financiera con otras Ciencias


Con la Filosofía, que se ocupa de la actividad financiera en la búsqueda de la verdad; con la Sociología, que investiga el funcionamiento de la sociedad, analizando los fenómenos financieros como factores determinantes de hechos sociales; con la Economía Política, que considera que  las actividades financieras se hallan determinadas por necesidades individuales comunes, teniendo como fin las riquezas destinadas a la producción y satisfacción posterior de los servicios públicos a cargo del Estado; con el Derecho Financiero, que determina la regulación jurídica de los fenómenos financieros vinculados al Derecho con los efectos políticos producidos; la Estadística, que proporciona a las Finanzas loe elementos de análisis en la diagnosis y pronóstico de los ciclos. La Estadística es un valioso auxiliar de nuestra ciencia, pues, registra sistemáticamente los datos cuantitativos de ciertos fenómenos y establece las posibles relaciones entre los datos referidos a un mismo fenómeno. La importancia de la Estadística se trasluce que, nuestra Ciencia sin ella, se convertiría en un simple trabajo de adivinación.


Pero, por sobre todo, la Ciencia Financiera es una parte de las Ciencias Sociales, y en alguna de ellas encuentra su complemento y en otras su fundamento.

La metodología en la Ciencia Financiera


No existe aún una metodología autónoma de la Ciencia Financiera. Es probable que los teóricos de nuestra ciencia acepten y empleen los métodos de las ciencias sociales, y particularmente los de la ciencia económica además los de la Historia y la Estadística.


En nuestros días se habla de técnicas de investigación, pues la dinámica social exige celeridad y dominio del medio, requiere planes, programas realizaciones y evoluciones, y los métodos tradicionales constituyen las bases de los conjuntos de reglas aplicadas a las técnicas de investigación..


De esta manera se puede concluir diciendo que, el método inductivo es generalmente, el procedimiento aplicable al estudio de los fenómenos sociales, con el agregado de requerir el acondicionamiento al objeto del conocimiento especial de que se trata.


Los métodos llamados actualistas son aquellos que participan en las técnicas de investigación, así; La Estadística, es un método de integración inductivo deductivo, que parte de hechos particulares para llegar a generalizaciones para obtener conclusiones, utilizando la observación de los hechos, la enunciación de leyes e hipótesis aplicables, la comprobación experimental de las mismas, y en caso de resultar estos inaplicables, comprobar dichas hipótesis con pruebas adecuadas. Existen otros sistemas, como el Sondeo, y la Muestra y el experto investigador ha de valerse de todos los métodos y técnicas sin criterio excluyente, y así adaptarlas a los hechos y generalidades.


Pero, por sobre todas las cosas, la Ciencia Financiera es Ciencia Teórica de leyes, que construyen nociones generales; es Ciencia Descriptiva de realidades; es Empírica e Histórica, pues describe científicamente realidades limitadas por el tiempo y el espacio, por ello se desprende que la Ciencia Financiera debe emplear desde el principio los métodos deductivos e inductivos, porque el primero explica los fenómenos del proceso financiero público y el segundo elabora y describe los fenómenos económicos financieros públicos dentro del proceso económico.

LECCIÓN

II
Actividad Financiera del Estado – Concepto

Constituye la acción que el Estado realiza o desarrolla, en la búsqueda de los medios necesarios que son requeridos por los gastos públicos para atender las necesidades colectivas y en general para lograr la satisfacción de sus fines.

Esta actividad, que es llevada a cabo por el Estado o cualquier entidad gubernamental en la que se encuentre delegada la realización de los servicios públicos tiene por fin necesidades que el propio Estado estima deben ser llenadas por los gastos públicos.

Disciplinas que la estudian – Generalidades


La actividad Financiera del Estado puede ser objeto de estudio por diversas disciplinas, entre las que merecen particular importancia:

Política Financiera: Es el conjunto de principios, sistemas o medidas desarrolladas por el Estado para el logro de sus fines sociales, económicos y financieros. Indica por lo tanto, los fines que la hacienda pública puede o debe alcanzar. Se ocupa de determinar los gastos públicos a ser realizados y de los recursos públicos a ser obtenidos para sufragar aquellos, en función de una orientación política determinada y variable, según los objetivos políticos perseguidos por la acción estatal.

La Ciencia de las Finanzas: Debe investigar los medios que pueden ser aplicados en la consecución de los fines estatales, según las condiciones particulares de cada país. Corresponde a la misma consideración de los principios de repartición de los gastos públicos y las condiciones de aplicación. Estudia el punto de vista económico y político de los hechos financieros, analiza sus instituciones, los ingresos y los gastos para una mejor organización y funcionamiento con respecto al interés general, a fin de asegurar la mas provechosa adquisición y empleo de la riqueza necesaria para la producción de los servicios públicos.


El Derecho  financiero: Es una ciencia jurídica, y como tal, considera las normas de Derecho que un Estado determinado establece para sus órganos recaudadores en su organización y actividad financiera, en todo lo relacionado a la recaudación  y aplicación de los impuestos, tasas, crédito público, etc. Con el estudio de la estructura jurídica de los gastos y recursos, complementa a la Ciencia de las Finanzas en el aspecto jurídico para el conocimiento de sus fenómenos, y mediante el examen de la jurisprudencia, pone de relieve las cuestiones que surgen de la aplicación de la ley en el caso concreto.

La actividad financiera y los sistemas políticos

Estado antiguo: Se caracteriza por que sus finanzas fueron parasitarias, afianzadas en la imposición de contribuciones a los vencidos y a los esclavos mediante servicios;

Estado Feudal: Aquí, las finanzas se basaban en la renta producida por el suelo, siendo el “Señor Feudal” el amo, a quién se debían los vasallos, mientras que los nobles tenían a su cargo la defensa quiénes aportaban hombres y patrimonio.

Estado Absoluto: El Estado soy yo, frase de Luis XIV constituye la representación más gráfica de la época. De ella surgen los privilegios que beneficiarían a la clase gobernante, la nobleza y el clero, con el sistema de regalías que los señores pagaban al Rey por concesiones como ser la acuñación de moneda, uso de agua, tránsito, uso de puentes, etc. Como se puede observar, son prestaciones no estrictamente tributarias, son en cierta forma productos derivados de  la propiedad territorial.

Estado Representativo: Aquí nacen las finanzas tributarias y el poder de imposición. No es otro sino el pueblo, el que a través de sus representantes quién impone los tributos para la satisfacción de las exigencias nacidas de la actividad financiera del Estado.

Estado Socialista: Es un sistema de organización autoritario, impuesto por un poder o autoridad central, que lleva consigo una mancomunidad más o menos extensa de los bienes, en el se advierte que las finanzas exhiben un perfil social. El impuesto cumple aquí una función social y política de extraordinaria importancia, pues se encuentra orientada a una distribución del gasto público, de la riqueza y de la renta nacional siguiendo directivas de una planificación anterior, satisfacer un interés social y no particular, el interés del Estado.

Tendencia actual


Una nueva doctrina comienza a ser conocida, de la mano de Jean Bodín con el nombre de Neo-Liberalismo, cuyos principales lineamientos podemos reseñar de la forma siguiente.

· Vigencia indiscutible del “mecanismo de los precios”

· La libre elección de los precios por los individuos

· Competencia de las empresas

· Reparto individual de la propiedad sobre los beneficios materiales de los factores de la producción

· Organización proporcionada por el Estado en forma de un marco institucional, vale decir, un orden legal.

La fórmula característica del Estado neo-liberal es “Un Estado fuerte, con funciones múltiples, respetuoso y  al servicio del individuo libre” siendo sus bases los siguientes:

· Economía de mercado, con intervención del Estado en ciertas variables,

· Descentralización del sector público, con privatizaciones de las Empresas Públicas, a fin de evitar una sobrecarga presupuestaria insostenible,

· Incentivo a la iniciativa individual, atrayendo capitales extranjeros y nacionales,

· Reducción del déficit presupuestario, con una reducción efectiva del gasto público en todos sus ordenes, entre otros.

Necesidades públicas y actividad Financiera


Morcelli llama “necesidades públicas” a las exigencias que nacen de la vida colectiva pública, ordenada y disciplinada por el Estado y las entidades sometidas a él” Esta afirmación deviene de que, al congregarse el individuo en colectividad, advierte la necesidad de resguardar el grupo de agresiones sean armadas, económicas o sociológicas de otros grupos, es la llamada defensa exterior.  

Aquí el Estado, representado por el gobierno es quién debe resguardarlos y para el efecto dicta normas  destinadas a la regulación de la conducta social y para limitar su propia acción gubernamental mediante preceptos legales, organiza la administración de justicia para resolver las contiendas y aplicar las penalidades como consecuencia de la violación de las normas de convivencia.

Todas estas necesidades reciben el nombre de “necesidades públicas” de carácter absoluto y que constituyen la razón de ser del Estado. Pero, no son éstas las únicas necesidades que nacen de la comunidad organizada y así se habla de necesidades públicas relativas, cuya satisfacción es considerada de incumbencia estatal, pues se trata de necesidades que acompañan los progresos de la civilización, como son las de instrucción, salud, asistencia social, transportes, comunicaciones, etc.

Características y distinciones de los Servicios Públicos – General y Especial


La característica de los servicios públicos es que son directamente vinculados a la soberanía del Estado, puesto que sólo pueden ser prestados por él en forma exclusiva, en función de su poder e imperio.


Los llamados Servicios Públicos Generales son aquellos cuya ventaja o beneficio se encuentra orientada hacia la colectividad considerada unitariamente como ser los caminos, la seguridad tanto externa como interna, la administración de justicia, etc. y los llamados Servicios Públicos Especiales son los organizados y administrados por entidades públicas  vinculadas al Estado, direccionadas sobre la base de una demanda controlada que los individuos van necesitando en su evolución como sociedad, como ser los servicios de Instrucción Pública media y superior, la justicia civil, salubridad, etc.

Momentos constitutivos de la actividad financiera

Estos momentos son tres:

El primero se refiere a la Adquisición de los medios, que implica el estudio y análisis de las condiciones en que el Estado puede detraer del patrimonio de los particulares la parte de riqueza que junto con sus ingresos originarios, patrimoniales o dominiales, y el crédito público forman el cuadro de sus recursos.


El segundo momento atañe a la Administración de éstos recursos, que constituye una tarea propia de la Administración Pública, cumplida por medio de los funcionarios estatales de acuerdo a los principios financieros constitucionales y leyes dictadas en consecuencia.


El tercer momento constituye la Inversión de los recursos, o sea el gasto público, que responde al programa trazado por el Estado según su prospecto financiero, o mejor dicho según su presupuesto de gastos.

Ingresos y Recursos

Es necesario hacer una aclaración terminológica sobre este punto. Es común la diferenciación de la palabra recurso que significaría toda suma devengada, de la palabra ingreso que se referiría específicamente a aquellas sumas que efectivamente entran en tesorería, pero, pese a todo esto, generalmente ambos términos son utilizados indistintamente y con sentido equivalente por algunos autores. Básicamente el Recurso es la suma o el aporte que forma parte de las disponibilidades financieras de los fondos del Estado.

Morselli llama Recursos Originarios a los que las entidades públicas obtienen de sus propias fuentes de riqueza, sea que posean un patrimonio fructífero, sea que ejerzan industria o comercio, y Recursos Derivados a los que las entidades públicas se procuran mediante contribuciones provenientes de las economías de los individuos pertenecientes a la comunidad

Debemos entender por ingreso o entrada a las sumas de dinero, bienes o valores que se incorporan al patrimonio del Estado, originados a veces en el propio patrimonio del Estado como cuando arrienda o vende sus propiedades, o cuando obtiene utilidades por medio de sus empresas o actividades comerciales, pero, en la realidad, la mayor parte de los ingresos son obtenidos recurriendo al patrimonio de los particulares en forma coactiva mediante los tributos.

Gastos Públicos – Naturaleza y Limitación


Gastos Públicos significa el empleo de los recursos que posee el Estado en la ejecución de los servicios públicos. Constituyen las erogaciones dinerarias que realiza el Estado en virtud de la Ley para cumplir sus fines, consistentes en la satisfacción de las necesidades públicas.


Mediante el gasto público el Estado se moviliza para atender las necesidades de la población por medio de los servicios públicos, cuyo destino es la cobertura de las necesidades públicas, significa el empleo de los recursos en la satisfacción de los servicios públicos.


El límite de los gastos públicos está dado por los recursos del Estado. El problema de establecer los límites al gasto público es más político que económico, por lo tanto no es posible dar fórmulas rígidas de limitación estableciendo determinados porcentajes a ser aplicados a ella teniendo en cuenta la renta nacional.
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El Derecho Financiero – Concepto


Las normas legislativas reglamentarias y administrativas que rigen la adquisición, administración e inversión de las riquezas requeridos por los entes políticos para satisfacer necesidades públicas en su conjunto constituyen el llamado “Derecho Financiero”, y  tal carácter, tiene por objetivo el ordenamiento jurídico de la actividad financiera estatal, con un contenido general, formulando principios de importancia científica universal.


Para Fonrouse en Derecho Financiero es: “El conjunto de normas jurídicas que regulan la actividad financiera del Estado en sus diferentes aspectos: órganos que la ejercen, medios en que se exterioriza y contenido de las relaciones que origina”


Para Benavente “Es la disciplina jurídica que estudia los principios y los preceptos legales que rigen la organización del Estado para la percepción, administración y empleo de los recursos públicos y las relaciones jurídicas a que los impuestos dan origen entre el Estado y los contribuyentes, como los que se generan entre éstos como consecuencia de la imposición”

Características

· Es una rama jurídica dentro del Derecho Público: porque las normas no están destinadas a entender directamente necesidades particulares, sino a normar el poder estatal en el campo financiero;

· Establece vínculos obligatorios;

· Sus efectos son de relación sinalagmática o bilateral;

· No es consensuado: porque el impuesto llega de afuera sin consultar la voluntad del contribuyente;

· En función al Derecho Privado: tiene efecto general, junto con la igualdad, uniformidad y coercibilidad.

Podemos agregar que comprende institutos de diferente naturaleza y estructura como ser:

· Las entradas originarias, fruto del derecho de propiedad del Estado;

· Las entradas de las empresas públicas, de servicios públicos, industriales y / o comerciales;

· Las de empresas mixtas, que constituyen dividendos o ganancias;

· Los tributos, que son prestaciones obligatorias en virtud del imperio del Estado;

· Recursos por sanciones patrimoniales, que reprime acciones ilícitas;

· Recursos monetarios, derivados del manejo por parte del Estado de la Banca Central y del derecho de emitir moneda;

· Recursos del crédito público, etc.

Evolución

En un comienzo se consideró al Derecho Financiero dentro de la economía política, siendo estudiada en forma separada recién en el siglo XIX. En Italia  surgieron dos tendencias, una basada en una antigua tradición en la que la Ciencia de la Hacienda se ocupaba del fenómeno financiero tanto bajo el aspecto económico, como bajo el aspecto jurídico, y la otra afirmaba la necesidad de ligar estrechamente el estudio del Derecho Financiero con el de la Economía Financiera, teoría sostenida por Griziotti.

En la tesis opuesta se encuentra Einaudi, extraordinario economista que sentó su divergencia frente a  Griziotti pronunciándose por la separación neta de los dos aspectos, al igual que los juristas que han tratado el Derecho Financiero.

Pugliese apunta como razón de la indisolubilidad del estudio del Derecho Financiero y de la Economía Financiera, el hecho de que la norma jurídica, al crear un precepto da forma y contenido jurídico a institutos y órganos financieros.

Por nuestra parte, creemos que si bien no cabe hablar de unificación, mayor error sería considerar que ambas disciplinas pudieran estudiarse con abstracción una de otra. La ley prevalece en el campo de las necesarias regulaciones jurídicas, pero el contenido económico de las instituciones financieras se obtiene de la realidad respectiva, basándose en el análisis echo por las disciplinas económicas.

Actualmente, la tendencia predominante es la de estudiar ambas disciplinas sin abstracción una de la otra, pero, teniendo en cuenta que el Derecho Financiero debe estudiarse como jurista, de acuerdo a los métodos y principios propios, y que los problemas económicos deben analizarse con criterio de economista.

Autonomía


La labor de sistematización científica del Derecho Financiero, cobró impulso luego de la 1ra. Guerra Mundial, correspondiendo el lugar destacado a los estudios realizados en Alemania e Italia, suscitándose el problema de sí el Derecho Financiero constituía una disciplina con autonomía científica o si únicamente acusaba rasgos específicos pero carentes de independencia doctrinal de las otras ramas del Derecho.


La Escuela Administrativa Tradicional, le niega autonomía científica e incluye la actividad financiera del Estado como un Capítulo del Derecho Administrativo, con el argumento de que, la actividad que el Estado realiza en la captación y administración de los recursos para satisfacer sus necesidades es una función administrativa típica que no difiere de las demás actividades del Estado regidas por el Derecho Administrativo.


Otra corriente doctrinaria le niega autonomía conceptual, pareciéndole adecuado considerar independiente como disciplina jurídica únicamente a la parte relacionada con la aplicación y recaudación de los tributos.


En oposición, es posible decir que el Derecho Financiero es una rama que posee independencia dogmática por sus caracteres específicos.


En un comienzo, se aplicaban en esta materia los principios generales del derecho y por extensión las instituciones del derecho privado. 

Hoy en día ya se admite una autonomía didáctica y científica del Derecho Financiero, porque tiene autonomía estructural, porque sus instituciones son propias del derecho público y ellas exhiben principios comunes que las rigen, y que tiene autonomía dogmática, porque elabora principios propios.

Instituciones de Derecho Financiero


El Derecho Financiero tiene instituciones propias como: el impuesto, el presupuesto, los recursos, la inversión, la moneda, el control del Gasto Público, etc que es regulado por instrumentos legales tan heterogéneos como las leyes tributarias, leyes monetarias, ley del presupuesto, etc.


Por ello se hace necesario el estudio adecuado de cada uno de ellas para su correcta aplicación a la esfera específica de las finanzas, dentro de la que se deben aplicarse en primer término las normas del Derecho Financiero y, subsidiariamente normas de otro tipo, entre ellas las del Derecho Civil.


Se debe destacar que no existe subordinación del Derecho Financiero al Derecho Civil, pero debe adaptar los principios e instituciones de éste a su naturaleza pública  y a sus propias finalidades.

División del Derecho Financiero


El Derecho Financiero puede subdividirse atendiendo a la particularidad substantiva de las instituciones que abarca, y tenemos así las siguientes ramas:

· Derecho Fiscal patrimonial: que regula los llamados Recursos Patrimoniales del Estado, también llamados originarios o dominiales;

· Derecho Tributario: al que le concierne el agrupamiento y estudio de todas las instituciones y normas de derecho que disciplinan la relación tributaria;

· La regulación jurídica del Crédito Público: esta rama agrupa las normas de derecho que permiten al Estado la utilización de los recursos del crédito, estableciendo los derechos, obligaciones y posibilidades de aplicación;

· El Derecho Monetario: al que atañe la regulación jurídica de la moneda;

· Derecho Presupuestario: es el que abarca el estudio de la doctrina y de la legislación positiva sobre el presupuesto, sus bases constitucionales, la ley del presupuesto, las leyes complementarias, los decretos y resoluciones que permiten dictar el presupuesto, etc.

Derecho Tributario – Concepto


El tributo según Jarach, constituye una prestación  pecuniaria objeto de relación entre dos sujetos cuya fuente es la Ley; de un lado el que exige la prestación que es el Estado o una entidad pública autorizado por la ley, y del otro lado el contribuyente, o el que está obligado a cumplir la prestación.


El Derecho Fiscal, nombre con el que también es conocido el Derecho Tributario, constituye el conjunto de disposiciones legales y principios de derecho que regulan la actividad jurídica del fisco en lo que se refiere a toda suerte de ingresos (Bielsa), por lo que podemos decir que tiene por objeto todo lo relativo a las normas e instituciones que rigen  la relación tributaria.

Naturaleza del Derecho Tributario


Constituye una rama del Derecho Público, su naturaleza se ajusta a las limitaciones en que el Estado despliega su actividad financiera, enmarcada dentro del límite de las posibilidades jurídicas que le permiten al Estado, la detracción de la riqueza que constituyen los recursos derivados. Fija y justifica los principios generales y jurídicos que existen y deben existir en los diversos tributos que integran los sistemas fiscales de cada país.

Relaciones con otras ramas jurídicas y científicas


El Derecho Tributario se relaciona principalmente con:

· El Derecho Financiero: El D. Tributario constituye la especie y el D. Financiero el género. Las vinculaciones son muy estrechas, pues rige para el D. Tributario muchos de los principios jurídicos financieros;

· El Derecho Presupuestario: Ambos tienen entre sí una función complementaria, ya que el primero no lograría sus fines sin el segundo y éste carecería de justificación y causa, si previamente no se determinara el destino de la recaudación conforme a los objetivos propuestos;

· La Regulación Jurídica del Crédito Público: Ella entraña una disciplina con caracteres diferenciales de las otras ramas del D. Financiero, y así, el Estado no podría utilizar los recursos del crédito sin el dictado de un cuerpo legal regulador de esa materia.

División del Derecho Tributario – Substancial y Formal


Dijimos que el D. Tributario constituye una rama del Derecho Público, cuyo estudio se impone a través de enfoques diversos, y así tenemos:

· El Derecho tributario Substancial o Substantivo: Que constituye el “conjunto de normas e instituciones que rigen la relación tributaria” y como tal agrupa las normas que disciplinan la relación jurídica tributaria principal y las accesorias del tributo. Le incumbe especialmente el estudio de las instituciones tributarias que ofrece el sistema respectivo, como ser la configuración del hecho imponible y sus sujetos, objeto, causa, etc.

· El Derecho Tributario Formal o Adjetivo: que tiene por objeto el agrupamiento de las normas que disciplinan la actividad administrativa necesaria para asegurar el cumplimiento de las relaciones tributarias substantivas como las que se originan entre la administración pública y los particulares, estudiando todo lo concerniente a la aplicación de la norma material al caso concreto, como la determinación del tributo, pues es su objetivo establecer que suma de dinero concreta adeuda cada persona y como esa persona llega a ingresar en las arcas estatales.

Dentro de este Derecho Tributario formal involucramos:

1) Derecho Tributario Administrativo: La que se refiere a la administración fiscal por excelencia, pues, estudia la administración pública en cuanto es órgano encargado de cumplir la ley fiscal;

2) El Derecho Tributario Penal: Que regula jurídicamente todo lo concerniente a las infracciones fiscales y sus sanciones. Se ocupa de las ilicitudes que se generan con motivo de la comisión o la violación de las normas establecidas en las leyes tributarias y las sanciones correspondientes;

3) El Derecho Tributario Procesal: Que contiene las normas que reglan el proceso tributario y el funcionamiento de la justicia tributaria, tanto en el aspecto recaudatorio como en el de las penalidades pertinentes. Regula el procedimiento que debe seguir el particular en sus relaciones con el Estado como consecuencia de una ley tributaria.

El conjunto de normas que definen los hechos ilícitos y juzgan la conducta de los contribuyentes infractores con relación a la materia tributaria, estableciendo las penalidades respectivas, es lo que constituye el objeto del Derecho Tributario Penal, y lo que comprende el Derecho Tributario Procesal son las normas que discriminan el proceso tributario, resolviendo las litis entre la administración pública y los sujetos en materia tributaria, en la determinación de la responsabilidad penal de los infractores tributarios.

Relaciones del Derecho Tributario con otras Ciencias


Basado en la autonomía relativa del D. Tributario, podemos encontrar vinculaciones con otras ramas del Derecho y disciplinas científicas; así:

· El Derecho Constitucional; porque establece las bases tributarias de la imposición;

· El Derecho Administrativo; al cual le interesan toda la administración estatal y fiscal;

· El Derecho Civil, Penal, Procesal; que aportan sus principios generales para el conocimiento de la aplicación de las normas tributarias;

· La Economía Política, las Finanzas, la Estadística; porque proporciona datos ilustrativos y básicos para la Ciencia de la Tributación;

· Y, en general, todas las ciencias que tienen a la actividad del hombre como elemento fundamental.

Ciencia y Técnica Tributaria


Es necesaria en materia tributaria marcar la distinción existente entre el D. Tributario, la ciencia y la Técnica tributaria.


La Ciencia Tributaria es la disciplina que nos permite estudiar los fenómenos financieros desde el punto de vista de la actividad tributaria y conocer la esencia y naturaleza de los hechos económicos que interesan a la tributación. Mediante ella se llega a una adecuada legislación tributaria, que permitirá la aplicación de la política financiera que el país necesita. Sus conclusiones orientan al legislador para que conciba una legislación positiva acorde a la política financiera del país sobre bases científicas.


La Técnica Tributaria nos lleva al ordenamiento de las reglas prácticas, procedimientos y formalidades que permiten la correcta aplicación de los principios y normas establecidas por la ciencia tributaria, que permite al Estado obtener los resultados que exige la tributación.

Medios necesarios para la recaudación tributaria


Para una eficiente recaudación de los tributos se requiere:

· Una administración fiscal;

· Un sistema tributario que señale el conjunto de tributos que servirán de medios para la recaudación de los recursos;

· Un análisis particular de cada recurso, que mostrará al Estado las posibilidades que ofrece para atender los gastos públicos;

· Aplicación fiel y prudente de la legislación positiva;

· Administradores fiscales eficientes y honestos;

· Contribuyentes respetuosos de las leyes tributarias.

Antecedentes históricos del D. Tributario – Evolución doctrinaria y legislativa


En la evolución del D. Financiero no se realizó una discriminación entre el aspecto jurídico y el económico, sino sólo recientemente. Fue el Barón Franz Von Myrbach Reinfeld, austriaco, quién dio forma a los primeros interrogantes sobre la materia tributaria, siendo el primero que señaló la necesidad de estudiar la materia desde el punto de vista estrictamente jurídico, planteando la necesidad de su existencia como rama independiente.


Otro trabajo bien logrado fue el del Prof. Otto Mayer respecto al derecho financiero alemán.


En Latinoamérica también existió estudiosos del D. Tributario como Rafael Bielsa, Guillermo Ahumada en la Argentina; Gianprietro Borras en Uruguay; Gómes de Sosa, Aliomar Baleiro en Brasil; Carlos Mersán en Paraguay, entre otros.


Diferentes conferencias y congresos de índole fiscal facilitaron el progreso en este campo. La X conferencia de la Federación Interamericana de abogados, (Bs. As. – 1.957) dio nacimiento al Comité permanente de Derecho Fiscal.


Primeramente fue frecuente la sanción de leyes tributarias, a medida que la necesidad estatal imponía su creación aplicándose por lo general los principios del D. Civil. Sin embargo, poco a poco se fue perfilando la necesidad de agrupar todas las normas de esa especie en un conjunto orgánico, por lo que se buscó dictar cuerpos orgánicos con caracteres más estables y específicos llamados Códigos Fiscales.


En la década de los 30 y 40 aparecen las primeras leyes que marcan principios generales y monitores de la legislación tributaria y su agrupamiento aparece recién en años posteriores. Así, en Alemania tuvo lugar la primera manifestación a través del Ordenamiento Tributario del Reich en 1.919; el Código Fiscal de Méjico en el año 1.938 y el Código Fiscal de la Pvcia. de Bs. As. en el año 1.948.
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Los Gastos públicos


Entendemos por gastos públicos a las erogaciones dinerarias que el Estado realiza, en virtud de una ley para cumplir con sus fines, que consisten en la satisfacción de las necesidades públicas. Es merced al gasto público que el Estado atiende las necesidades de la población, es decir provee servicios públicos.

Naturaleza y organización del gasto público


En cuanto a su naturaleza podemos señalar que el gasto público constituye el empleo de la riqueza nacional, por una disposición legal y conforme a un plan económico o financiero para satisfacer necesidades colectivas.


En lo referente a su organización podemos decir que ello debe responder a los fines políticos del Estado, ajustándose a las reales posibilidades económicas que el país ofrece, y respetando las garantías, seguridades y derechos que jurídicamente condicionan la estructura constitucional de dicho Estado.


Así mismo el Estado debe prever y emplear regularmente los recursos disponibles, propendiendo el equilibrio entre ingresos y gastos, que se logrará mediante un presupuesto elaborado con observancia a un plan económico con el cual el Estado debe cumplir con su fin, que es la satisfacción de las necesidades colectivas, a través del empleo de los recursos  constituyentes de la riqueza.

Aspecto político, económico, técnico-financiero y jurídico del Gasto Público

Aspecto político: Se afirma que el gasto público, en principio debe ser estudiado desde un punto de vista político, teniendo como fundamento esta corriente en que el Estado, al proponerse sus fines, lo hace desde un punto de vista político, y por lo tanto, conduce y orienta su actividad financiera inevitablemente a la determinación de sus gastos conforme a las necesidades que tales fines aparejan.

Aspecto económico: Existen autores que atribuyen al gasto un perfil netamente económico-financiero, pues constituye el gasto público una erogación, un desembolso, o mejor dicho, es el empleo de la riqueza nacional en la satisfacción de necesidades públicas.

Aspecto técnico-financiero: Hay autores que afirman la tesis de que entre los gastos y recursos debe existir afinidad, que desde el punto de vista de la técnica financiera es menester contemplar. Así, divide a los gastos en ordinarios y extraordinarios; los primeros aparecen en todos los ejercicios con lo que se establece su característica de regularidad o periodicidad y que deben ser atendidos con recursos de igual naturaleza, es decir ordinarios, y los segundos son los extraordinarios o excepcionales, que deben ser cubiertos con recursos también extraordinarios.

Aspecto jurídico: Aquí se concibe al gasto público como la satisfacción de una exigencia jurídica-normativa, pues el Estado tiene un plan económico legalmente estructurado, razón por la cual el gasto debe respetar ese ordenamiento jurídico para ser legítimo en un todo de acuerdo con la organización constitucional del país.

Definición del Gasto Público


La definición clásica es la de Manuel De Juano que dice: “Es el empleo definitivo, autorizado legítimamente, de riquezas que el Estado hace para satisfacer las necesidades públicas, entendida esta última a aquellas exigencias propias de la convivencia organizada” 

Es esta definición se distinguen tres elementos fundamentales que son:

a) Empleo por el Estado de una suma de dinero;

b) La erogación debe estar legítimamente autorizada; y, 

c) El gasto debe responder a la satisfacción de una necesidad pública.

Sintetizando, Gastos Públicos son las erogaciones dinerarias que realiza el Estado, en virtud de una ley, para cumplir con sus fines, consistentes en la satisfacción de las necesidades públicas.

Decimos “erogaciones dinerarias” porque el Gasto Público siempre consiste en el empleo de bienes valuables pecuniariamente, identificadas actualmente con el dinero; “efectuadas por el Estado” en sentido amplio comprendiendo a todas las sumas que por cualquier concepto salen del tesoro público; “en virtud de ley” porque en el Estado de Derecho rige el principio de legalidad en cuanto a los gastos públicos, es decir, no hay gasto público legítimo sin ley que lo autorice, así, el Art. 179  C.N. determina “Todo tributo, cualquiera sea su naturaleza o denominación, será establecido exclusivamente por la ley, respondiendo a principios económicos y sociales justos, así como a políticas favorables al desarrollo nacional”, el Art. 44 dispone: “Nadie está obligado al pago de tributos ni a la prestación de servicios personales que no hayan sido establecidos por la ley. No se exigirán fianzas excesivas ni se impondrán multas desmedidas”; y, por último decimos “para cumplir los fines” que consisten en la satisfacción de las necesidades públicas porque idealmente la erogación estatal debe ser congruente con los fines de interés público asignados al Estado.

Aumento progresivo de los Gastos Públicos


Los gastos públicos estudiados en un mismo país, en un grupo de países o mundialmente, se observan en ellos el fenómeno del aumento constante y progresivo, sin relación alguna a los aumentos de población, fenómeno que se da mundialmente, y que estudiado por las Finanzas, sus causas determinantes generalmente son:

a) Los gastos militares: que la guerra o la paz armada demandan a los países;

b) El aumento de las necesidades públicas que los gobiernos se ven en la necesidad de atender

La evolución política de la función estatal ha influido en el aumento de los gastos públicos, debido principalmente al acrecentamiento cuantitativo y cualitativo de las necesidades colectivas, que el Estado, como órgano representativo de la sociedad es el que debe satisfacerlas.

Este aumento en los gastos públicos es un fenómeno universal desde fines del siglo XVIII y que se aceleró notablemente desde 1914, aunque la riqueza pública y privada también se ha ido incrementando, y para cubrir esas erogaciones se acrecen a su vez los recursos, ya sea por vía de un perfeccionamiento administrativo y técnico recaudatorio, o sea imponiendo nuevos y mayores tributos.

Existen dos teorías que tratan de justificar al gasto público; así:

Teoría del Gasto limitado: Defiende esta teoría el criterio de que el Estado debe gastar lo menos posible, con un límite, el de no comprometer la protección y la seguridad del ciudadano;

Teoría de la Progresión del Gasto: Esta teoría establece que la progresión del gasto constituye un medio de aumentar la circulación y ocupar a la población,  a condición de que estos gastos  sean necesarios y útiles.

Se advierte una tendencia hacia una mayor imposición, que nos conduce a considerar el fenómeno de la presión tributaria, que consiste en la relación existente entre la suma de los tributos que cubren el presupuesto de todas las necesidades públicas de un país y la renta nacional, de la que son extraídos los recursos. 

Así, el aumento de los gastos públicos se justifica en atención al crecimiento poblacional y a la perentoriedad de la demanda social, siendo lo injustificable el despilfarro y la desviación de los recursos.

Causas aparentes


Las causas aparentes que lleva al aumento de los gastos públicos pueden ser: a) disminución del poder adquisitivo de la moneda; b) cambio en los sistemas contables como consecuencia de variaciones en la riqueza nacional; c) aumento de la población; d) la industrialización de un país, que lleva al aumento del standard de vida, requiriendo mayores y mejores servicios públicos; e) mayor desarrollo de las explotaciones públicas. Con estas enunciaciones pretendemos demostrar que si bien existe un aumento de gastos, también se incrementan los valores económicos para poder cubrirlos.

Causas reales


Estas pueden ser de distinta índole:

De orden general

1- Desenvolvimiento del espíritu de previsión; el Estado aquí previene los males sociales como las enfermedades, catástrofes, etc. mediante servicios de higiene y sanidad, etc. que se traducen en el natural aumento de los gastos;

2-  El progreso jurídico; el avance de la legislación moderna nos lleva hacia campos especializados, como el Derecho Laboral, Derecho Tributario, etc. con el subsiguiente incremento de gastos para medios de funcionamiento, funcionarios, etc.

De orden económico

1- Desarrollo de la riqueza; al aumentar las riquezas particulares, aumentan las necesidades de los individuos;

2- El fenómeno del urbanismo: la creación de nuevos núcleos y el crecimiento desmesurado de los existentes, obliga a la prestación de servicios públicos de vasta proyección, como la limpieza, teléfonos, alumbrados, obras sanitarias, etc.;

3- La concurrencia económica en los mercados mundiales: que producen gastos en publicidad, difusión económica, industrial y cultural.

De orden social

1- Elevación del nivel intelectual o cultural: exige mejores condiciones de vida, obligando al Estado a proveer los recaudos necesarios para ello;

2- El temperamento nacional: en un país en que sus habitantes tienen espíritu de iniciativa privada se resuelven muchos problemas sin la intervención estatal, no así en los países en que se espera todo del mismo, con el consiguiente aumento de los gastos públicos;

3- Del espíritu de solidaridad social: que apareja aumento de las cargas de seguridad social manifestada en la creación de instituciones como las cajas de jubilaciones, pensiones, asistencia social, etc.,

De orden político

1- El desarrollo de las instituciones democráticas: el sostenimiento de los poderes del Estado se traduce en un aumento real de los gastos públicos;

2- El cambio fundamental operado en el concepto jurídico del Estado: en otras épocas el Estado soberano era considerado irresponsable de las consecuencias de sus actos, hoy responde por las consecuencias que deparen los actos de sus agentes;

3- La descentralización política y administrativa: implica suponer al presupuesto nacional los presupuestos provinciales y municipales;

4- La situación política internacional: los Estados con enemigos exteriores o con espíritu de conquista gastan mucho más que los Estados no asediados;

5- La prodigalidad o derroche: es evidente que en muchos países entre ellos el nuestro, los gobiernos han malgastado el dinero público, el defecto aquí no se encuentra en el sistema democrático, sino en los hombres que asumen la responsabilidad de gobernar.

Formas o clasificación de los gastos públicos


No existe un criterio único en la clasificación de los gastos públicos, Morselli los clasifica en cuatro categorías que son: 1) Gastos para el personal (pensiones, indemnizaciones); 2) Gastos para el material (construcción de obras públicas, abastecimientos); 3) Las subvenciones (premios y socorros) y 4) Los gastos para el servicio de la deuda pública.


Adolfo Wagner los clasifica de la siguiente forma:

a) Ordinarios: las erogaciones producidas en forma constante y regular para la atención de las funciones, servicios y obras previstas;

b) Extraordinarios: erogaciones por excepción y a veces perentorios como en los casos de pestes, cataclismos, guerras, etc.,

c) Productivos: aquellos que aumentan la capacidad económica de un pueblo, que produce su incremento patrimonial, como creación de Hospitales, etc.,

d) Útiles: que generalmente son necesarios o esenciales en la ejecución de todo programa como la seguridad, educación, etc.,

e) Nacionales y locales: los primeros realizados en provecho del país, los segundos los realizados en provechos departamentales.

Régimen legal vigente de la Administración Financiera del Estado


La ley 1535 / 99 de Administración financiera del Estado, es la ley vigente en la materia y como tal, regula la administración financiera del Estado que comprende el conjunto de sistemas, normas básicas y procedimientos administrativos a los que se ajustarán sus distintos organismos y dependencias para programar, gestionar, registrar, controlar y evaluar los ingresos y el destino de los fondos públicos.


Establece el Sistema Integrado de Administración Financiera (SIAF), obligatorio para todos los organismos y entidades del Estado, que se regirán por el sistema de centralización normativa y descentralización operativa. Las disposiciones de esta ley se aplicarán a los tres poderes, sus reparticiones y dependencias, al BCP, los gobiernos departamentales, entes autónomos y autárticos, empresas públicas y mixtas, universidades nacionales, y en forma supletoria a las municipalidades, fundaciones y personas que administran fondos, servicios o bienes públicos.


Prevé que el Presupuesto General de la Nación es el instrumento de asignación de recursos financieros en el que se preverá la cantidad y origen de los ingresos y se determinará el monto de gastos autorizados.


En su Art. 88 establece que el proyecto de ley para el presupuesto general de la nación se elaborará teniendo como base para el gasto la cifra cero, así, los organismos y entidades del Estado deberán justificar la pertinencia, eficiencia y eficacia de los rubros proyectados, en la búsqueda de lograr la estabilidad macroeconómica, la recuperación y crecimiento económico sostenido y sostenible y la reducción del déficit fiscal, objetivos establecidos en el Plan Estratégico Económico y Social (PEES).


Debe considerarse como objetivos, medidas y resultados de la política presupuestaria los siguientes: Objetivo General: reducir el déficit fiscal; Objetivo Específico: incrementar los ingresos tributarios; Las Medidas: unificar criterios de programación y ejecución de gastos, suprimir programas duplicados o cumplidos, aplicar medidas de control de gestión y calidad de funciones de recaudación y fiscalización de la administración tributaria; Resultados Esperados: reducir el déficit fiscal, mejorar los niveles de bienestar social, mejorar las asignaciones de recursos y la calidad del gasto.


Lo que se pretende con el Presupuesto Base Cero, es lograr que no se aprueben más gastos sin su justificación previa, y evitar el mal antiguo, el de tomar como base el presupuesto del ejercicio anterior y sobre el cual se solicitaba aumentos de rubros del 10, 15 % y a veces más sin ningún tipo de justificación.

Clasificación vigente de los Gastos Públicos


La clasificación del gasto se hará atendiendo a las finalidades que persiguen, así tenemos a los gastos considerados a:

a) Su objeto: determina la naturaleza de los bienes y servicios que el gobierno adquiere para desarrollar sus actividades;

b) Su clasificación económica: determina el destino del mismo en consumo, transferencia e inversión de bienes y servicios;

c) Su clasificación funcional: determina las finalidades específicas de los mismos;

d) Clasificación sectorial: determina los sectores de la economía en que se realizan los gastos.

Efectos de los gastos públicos


Los gastos públicos, como un importante factor de redistribución del ingreso y patrimonio nacional, tienen influencia decisiva sobre aspectos esenciales como la plena ocupación, consumo, ahorro e inversión causando efectos sobre la producción nacional, la distribución de la riqueza como también sobre la desocupación y ciclos económicos; así,

Sobre la producción: Ella aumenta cuando existe demanda de grandes cantidades de materiales que deben ser utilizados en las obras y servicios públicos;

Sobre la distribución de la riqueza: El Estado, al crear obras, dar trabajo, provocar y poseer industrias, prestar servicios públicos, parcelar tierras mediante expropiaciones, nos lleva directamente a una justa distribución de la riqueza;

Sobre la desocupación: El Estado, debe tener sumo cuidado al elegir los momentos en que va a combatir la desocupación, por ejemplo, evitando aumentar obras públicas en épocas de cosechas ni ocupar mano de obra que interesa a la actividad privada, reservándola para mejor ocasión;

Sobre los Ciclos económicos: Como fluctuaciones periódicas que son de la actividad económica, se mueven de un extremo a otro, de la prosperidad a la depresión y viceversa, utilizando para ello espacios de tiempo y grados de intensidad no uniformes y como las economías de los países generalmente se mueven bajo fuerzas o tendencias incontenibles, que periódicamente los llevan a estados de relativa estabilidad hacia otros de inusitada actividad y confianza, impone el criterio acertado del incremento o retención según el caso del gasto público, para alivio o solución de situaciones.

Desviaciones de los recursos económicos


La desviación de los recursos económicos se produce por factores subjetivos o circunstanciales y también por razones de prudente previsión, según le aconsejan las circunstancias, y así:

Subsidios a determinadas industrias: Cuando el Estado quiere favorecer la industrialización en una región, desvía hacia ese fin sus recursos con miras al logro de esa meta;

Explotación de industrias que dan pérdidas: En ocasiones, por razones de política, o por falta de previsión o por incapacidad, el Estado mantiene industrias con resultados económicos adversos;

Industrias que se explotan al precio de costo: Es destructivo si ello se traduce en competencia con la industria privada:

Desviación de los recursos presentes hacia necesidades futuras: Como cuando se construyen hospitales, colegios, facultades con amplias instalaciones y servicios previendo el crecimiento oportuno de la población civil y estudiantil, etc.

Estímulo al uso de servicios seleccionados: La misma puede ser conveniente siempre que responda a criterios económicos o políticos ventajoso, como cuando el Estado presta atención médica en lugares que falte dicho servicio privadamente.

LECCIÓN

V

Clasificación de los ingresos  públicos según la C. N. – Generalidades

La actividad financiera del Estado es la que este desarrolla en la búsqueda de bienes con que ha de satisfacer las necesidades públicas, y los ingresos que obtiene para este fin son conocidos con la denominación genérica de “ingresos públicos”. Estos ingresos públicos son variados, y sus características económicas, financieras y jurídicas distintas para cada uno de ellos o al menos para ciertos grupos de ingresos. 

Los efectos de los ingresos públicos sobre el proceso económico nacional son también diferentes, ya que unos se extraen derivándolos de la renta nacional, otros se originan en el propio patrimonio del Estado.

Es por ello, que la C. N. En su Art. 178 dispone: “Para el cumplimiento de sus fines, el Estado establece impuestos, tasas, contribuciones y demás recursos; explota por sí o por medio de concesionarios los bienes de su dominio privado, sobre los cuales determina regalías, “royalties”, compensaciones u otros derechos, en condiciones justas y convenientes para los intereses nacionales; organiza la explotación de los servicios públicos y percibe el canon de los derechos que se estatuyan; contrae empréstitos internos o internacionales destinados a los programas nacionales de desarrollo; regula el sistema financiero del país, y organiza, fija y compone el sistema monetario”

Entonces, el fundamento de los ingresos públicos se encuentra en la necesidad en que el Estado se halla de atender a las necesidades públicas, que crecen constantemente, lo que determina también un aumento permanente del volumen de los ingresos públicos.

Para un estudio metódico de los ingresos públicos, es necesario distinguir entre sus principales formas, atendiendo su origen, su naturaleza económica, su importancia financiera y el modo o procedimiento en que el estado se los procura.

Los ingresos públicos se clasifican en Ordinarios y Extraordinarios; los Ordinarios son de Derecho Privado (dominios del Estado) y de Derecho Público (Impuestos y tasas) y los Extraordinarios son los que emanan del Crédito público, Emisión de papel moneda, Impuestos extraordinarios, enajenación de bienes del Estado, etc.

Ingresos públicos ordinarios y extraordinarios


Los ingresos ordinarios son los que se forman regular y continuamente para ser destinados a cubrir el presupuesto financiero normal, y los ingresos extraordinarios en cambio tienen un carácter esporádico, siendo provocados por excepcionales necesidades. Esta clasificación se formula en consideración a tres elementos fundamentales: 

a) Por la periodicidad con que afluyen a las arcas fiscales: Los ingresos ordinarios se perciben constante y periódicamente, ejercicio tras ejercicio, variando solo en su cuantía o naturaleza, los extraordinarios carecen de periodicidad, por lo tanto se perciben en oportunidades en que los prevean para el financiamiento de cierta clase de gastos públicos o inversiones estatales;

b) Por el significado económico que revisten: Los ingresos ordinarios provienen siempre de la renta, ya sean derivadas de los bienes estatales o sean de la renta de particulares, los ingresos extraordinarios provienen siempre del capital estatal, del uso de su crédito público;

c) Por el carácter de las leyes que los establecen: Las leyes que crean ingresos ordinarios son por lo general de carácter permanente, que no necesitan renovarse para que el ingreso ordinario continúe afluyendo a la caja fiscal, los ingresos extraordinarios son autorizados por leyes especiales o temporales.

Como ejemplos típicos de ingresos ordinarios son: los impuestos a las rentas; a los consumos, a los actos o contratos, etc, y de ingresos extraordinarios son: el producido por empréstitos públicos, la enajenación de propiedades del Estado, etc.

La importancia de esta clasificación radica en que ayuda a estudiar cómo mantener el equilibrio presupuestario, pues se relaciona estrechamente con la materia de gastos que son también ordinarios y extraordinarios.

De los ingresos públicos ordinarios


Dentro de los ingresos ordinarios, a su vez procede distinguir entre aquellos que el Estado obtiene como consecuencia  de actividades suyas de carácter económico que le proporcionan ingresos, de aquellos que obtiene en su calidad de sujeto de derecho público en uso de su poder impositivo.


El Estado posee patrimonio propio y en ocasiones deriva de ellos ingresos a título de rentas de sus bienes, o de utilidades de sus inversiones patrimoniales, o de dividendos de acciones de las que es propietario, etc. en estos casos, a esos ingresos se les designa como Ingresos Públicos Ordinarios de Derecho Privado porque no existe en esta clase de ingresos un elemento de coerción derivado de la ley, y la forma en el Estado actúa para obtenerla se asemeja a la actividad de un particular que percibe rentas, beneficios o utilidades.


El otro grupo de ingresos ordinarios es conocido con el nombre de Ingresos Públicos Ordinarios de Derecho Público porque en ella es característica dominante la situación de que el Estado los adquiere actuando como autoridad, en uso de su poder coercitivo, de manera tal que el particular está obligado a ceder una parte de sus rentas, cuando se dan las circunstancias previstas en la ley.

Sub-clasificación de los ingresos públicos ordinarios de Derecho Público


Se distinguen en esta sub-clasificación: Impuestos, Tasas, Contribuciones e ingresos parafiscales, siendo el Impuesto la obligación pecuniaria que pesa sobre las personas, en su calidad de integrantes de un Estado, por tener bienes o rentas en el mismo, exigida legalmente según su capacidad contributiva, sobre la base de las normas fundamentales del país y a los principios de igualdad, generalidad y uniformidad, con destino a satisfacer necesidades públicas.


Tasa, sin embargo es la suma de dinero que pagan los beneficiarios de un servicio público divisible, en contraprestación de ése servicio, o en función de la ventaja individual que reciben. El Estado aquí exige un pago, pero ofrece como contraprestación individual y personal una ventaja o beneficio.


La Contribución es una obligación pecuniaria única, impuesta por el Estado para compensar una ventaja diferencial, obtenida por el propietario de inmuebles beneficiados con motivo de la realización de obras públicas.


Y por último, los Ingresos parafiscales constituyen tributos que participan de la naturaleza del impuesto por su gravitación económica sobre el consumidor, sin figuración específica en el presupuesto del Estado, y son las exacciones recabadas por ciertos entes públicos para asegurar su financiamiento autónomo, destinadas generalmente a la previsión social y a la seguridad.

Sub-clasificación de los Ingresos públicos extraordinarios


Este grupo de ingresos está constituido por un conjunto de recursos financieros a que el Estado puede acudir en ciertos momentos y para determinados fines, que por ser heterogéneos no son susceptibles de una clasificación sistemática, ya que tienen cada uno características propias, carentes de elementos afines unas con otras, por lo que no podemos hablar de una clasificación sino de una enunciación de sus principales manifestaciones. Estos ingresos extraordinarios son los que el Estado dispone del Crédito público, emisión de papel moneda, impuestos extraordinarios, enajenación de bienes, etc.

Bienes Públicos y Privados según el C. Civil


Son Bienes del Dominio Público del Estado a tenor 

del Art. 1898 del C. Civil los siguientes:

a) Las bahías, puertos y ancladeros

b) Los ríos y todas las aguas que corren por sus cauces naturales, y estos mismos cauces;

c) Las playas de los ríos, entendidas por playas las extensiones de tierras que las aguas bañan y desocupan en las crecidas ordinarias y no en ocasiones extraordinarias;

d) Los lagos navegables y sus álveos; y

e) Los caminos, canales, puentes y todas las obras públicas construidas para utilidad común de sus habitantes.

Estos bienes, los del dominio público del Estado son inembargables, imprescriptibles e inajenables. Su uso es comunal, no es un derecho subjetivo de determinada persona sino un derecho general, sujetas a las disposiciones del Código Civil, leyes y reglamentos administrativos.

Son Bienes del Dominio Privado del Estado a tenor del Art. 1900 del C. Civil

a) Las islas que se formen en toda clase de ríos, o lagos, cuando ellas no pertenezcan a particulares;

b) Los terrenos situados dentro de los límites de la Rca. que carezcan de dueño;

c) Los minerales sólidos, líquidos y gaseosos que se encuentran en estado natural, con excepción de las substancias pétreas, terrosas o calcáreas;

d) Los bienes vacantes o mostrencos y los de las personas que mueren intestadas o sin herederos según disposiciones de este Código; y,

e) Los bienes del Estado no comprendidos en el Art. anterior o no afectados al servicio público.

La propiedad privada del Estado se distingue del dominio público en que los bienes privados no están destinados al uso general como lo están los públicos.

Dominio Territorial – Ley de creación del I. B. R.

Dentro de los recursos originarios, se encuentra el dominio territorial, así el dominio del Estado sobre las tierras fiscales constituye una fuente importante para la producción de aquellos, sea mediante la explotación que realice de ellas el propio Estado, sea por su locación o venta. 

El Estado ha sido el propietario originario de todo el territorio de la Rca. desde los tiempos de la Colonia, las transferencias que en esa época hayan beneficiado a particulares y las que hayan adquirido por prescripción antes de la vigencia de la ley de 1906, sirven de excepción a ese dominio del Estado.


La ley 852 de creación del I. B. R. en su Art. 13 dispone: “El patrimonio del I. B. R. está constituido por”:

a) los bienes inmobiliarios rurales privados del Estado;

b) los inmuebles rurales urbanos y demás bienes adquiridos por el Instituto para el cumplimiento de sus fines;

c) el producido de los derechos de explotación de los bosques fiscales y particulares y de las canteras calcáreas y pétreas de su pertenencia;

d) el importe de la venta y arrendamiento de sus tierras;

e) el producto de pastaje y otros productos de sus tierras;

f) la suma asignada anualmente en el Presupuesto Gral. de Gastos de la Nación;

g) el producto de los impuestos, bonos, cédulas y otros recursos que se afecten al patrimonio del Instituto;

h) el producido de los créditos internos y externos obtenidos del Instituto con destino al cumplimiento de sus funciones previstas en la presente ley;

i) las donaciones y legados que le hicieren;

j) el producido de las multas aplicadas por el Instituto;

k) los ingresos provenientes de prestación de servicios y de las operaciones comerciales y bancarias que realizare;

l) cualquier otro bien propiedad del Estado que sea transferido al Instituto para el cumplimiento de sus fines.

Banco del Estado


El manejo de la Banca Central y el derecho de emitir moneda que corresponde al Estado moderno, constituye también una forma de obtener ingresos. La potestad monetaria es una de las formas mas acabadas de las manifestaciones del poder de imperio en cuya virtud se ejerce la actividad financiera. Su significación es indudable si se tiene en cuenta que mediante la moneda, el Estado regula y controla directamente el intercambio de bienes y servicios y las transacciones públicas y privadas en general.


El emisionismo monetario puede ser considerado desde dos puntos de vista, como regulador económico y como medio de procurarse ingresos. Como regulador el aspecto es fundamental, porque la existencia de medios de pago debe estar en correcta proporción al volumen de los bienes y servicios disponibles en la economía nacional, es decir, los medios de pago deben aumentar al mismo ritmo que se incrementa el volumen producido de bienes y servicios a pagar.

Como medio de obtener recursos ocurre cuando el Estado cubre sus déficit presupuestarios con la emisión de papel moneda, procedimiento no muy recomendado porque constituye un elemento de presión inflacionaria.

La propia C. Nacional, en su Art. 285 dispone en cuanto a la banca Central del Estado lo siguiente: “Se establece una Banca Central del Estado, en carácter de organismo técnico. Ella tiene la exclusividad de la emisión monetaria, y conforme con los objetivos de la política económica del gobierno nacional, participa con los demás organismos técnicos del Estado, en la formulación de las políticas monetaria, crediticia, y cambiaria, siendo responsable de su ejecución y desarrollo, y preservando la estabilidad monetaria”

El Art. 286 establece prohibiciones a la banca Central, así: “Se prohíbe a la Banca Central del Estado” 

1- Acordar créditos directa o indirectamente para financiar el gasto público al margen del presupuesto, excepto: a- los adelantos de corto plazo de los recursos tributarios presupuestados para el año respectivo y b) en caso de emergencia nacional, con resolución fundada del P. E.  y acuerdo de la C. de Senadores;

2- Adoptar acuerdo alguno que establezca, directa o indirectamente, normas o requisitos diferentes o discriminatorios y relativos a personas, instituciones o entidades que efectúen operaciones de la misma naturaleza; y,

3- Operar con personas o entidades no integradas al sistema monetario o financiero nacional o internacional.

El Art. 287 dispone que la Banca Central del Estado rendirá cuentas al P. E. y al Congreso Nacional de todo lo actuado.


La administración financiera del Estado requiere un banco que pueda actuar como intermediario especialmente en las operaciones monetarias, en tal estado, ejerce una importante labor limitativa a los abusos a que puedan entregarse la banca privada, limitando las tasas de intereses por ejemplo.
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Equilibrio cíclico de los presupuestos


Entre los postulados del pensamiento clásico financiero se encuentra el del “equilibrio presupuestario”. Se suponía que uno de los principios sanos en la confección de los presupuestos era el equilibrio anual entre los dos grandes rubros del presupuesto público; los Gastos y Entradas. 


Fue tanta la fuerza que logró adquirir este postulado que la mayoría de las legislaciones presupuestarias lo incorporaron a las leyes orgánicas de presupuestos y aún los textos constitucionales se encontraron influenciadas por la exigencia del equilibrio anual.


Analizando el presupuesto en forma individual tenemos que el mismo constituye “el acto de gobierno mediante el cual se prevén los ingresos y los gastos estatales y se autorizan estos últimos para un periodo  futuro determinado que generalmente es de un año” que, en los estados modernos se logran a través de una actividad financiera planificada de forma precisa.


Así mismo, un presupuesto será equilibrado cuando durante su vigencia, Gastos y Recursos totalizan sumas iguales, es deficitario cuando los Gastos exceden a los recursos, y tiene superávit cuando queda un remanente positivo, es decir cuando los recursos son superiores a los gastos.


En cuanto al déficit, será de “Caja” cuando se produce en el transcurso de un mismo ejercicio financiero como consecuencia de momentáneas faltas de fondos en la tesorería; será “material” cuando el presupuesto es sancionado de antemano con déficit y por último será “financiero” aquel que surge  a posteriori, es decir, una vez cerrado el ejercicio.


Las nuevas finanzas se rebelan contra la exigencia del equilibrio anual en el presupuesto que, pudiendo ser aconsejable en periodos de estabilidad económica, puede significar en cambio un marco de hierro en periodos de desequilibrio económico, y lo buscan en periodos más dilatados de tiempo. Destruida esta exigencia, las finanzas pasan a adquirir una gran movilidad que le permite adaptarse a periodos cíclicos de la economía.

Responsabilidad del Estado en el nivel del ingreso nacional


La renta o ingreso nacional constituye el valor neto de todos los bienes económicos producidos por la nación que se pone anualmente a disposición de la población de un país para la satisfacción de sus necesidades presentes y futuras, ya sean de orden individual y colectivo.

Las nuevas ideas financieras reconocen que el gobierno contribuye con el sector privado para formar la renta nacional y asignan al Estado la tarea de utilizar su política fiscal para lograr un alto estándar  de vida al pueblo, mediante la producción, distribución y acrecentamiento del ingreso nacional. 

Todo ingreso nacional es producido como consecuencia de dos elementos económicos marcantes, la inversión y el consumo debiendo por lo tanto el Estado adoptar medidas conducentes a compensar cualquier factor que se desvíe de los parámetros determinados. Advertidos los síntomas de desajuste de los factores, sean estos de inversión o consumo, el Estado deberá actuar por medio de su política fiscal y otros medios de acción económica estatal para contrarrestarlos.

Los gastos fiscales compensatorios

Son los que debe realizar el Estado para sustituir los gastos del sector privado, con el objeto de corregir las anormalidades cíclicas de la economía, velando por el mantenimiento de un determinado nivel de la renta nacional y su acrecentamiento. El gasto compensatorio no implica un derroche de dinero fiscal, y aunque pueda traducirse en el primer periodo de la lucha antideflacionista en ayudas gratuitas a los desocupados, no debe olvidarse que el gasto que se está realizando es profundamente intencionado y que persigue proporcionar poder de consumo del que se carecía, y que crea una demanda que naturalmente deberá impulsar el deseo de hacer inversiones para producir artículos que satisfagan esa demanda. 


No es ese el único gasto compensatorio, pero puede ser considerado el primero al que debe acudirse si la deflación y la desocupación consiguiente hubieren revistado caracteres de extraordinaria gravedad. Así, otros gastos compensatorios serán la construcción de obras públicas o la atención de necesidades postergadas en su satisfacción, que emprenderla implica una alta responsabilidad para el gobierno, por lo que debe ser elaborado al margen de toda influencia política e inspirado en el solo propósito de sacar a la economía nacional del estado de postración en que se encuentra.

La imposición cíclica o compensatoria


Al referirnos a este punto, debemos tener presente que los impuestos se instituyeron con el único fin de proporcionar ingresos o rentas al Estado y esta finalidad se denomina la finalidad tributaria o fiscal del impuesto, que debe servir a propósitos políticos financieros y que pueden ser empleados también con finalidades sociales. El objetivo principal de la imposición anticíclica es estimular el consumo o la inversión privada cuando la economía nacional se encuentra bajo el nivel del empleo total y disminuir el consumo o las inversiones cuando el empleo total ha sido alcanzado y los nuevos gastos sólo pueden traducirse en inflación”

Mantención del nivel del empleo


Otra responsabilidad asignado al Estado es la de mantener el nivel de empleo de su población. Económicamente las remuneraciones provenientes del trabajo eficientemente empleado y remunerado adecuadamente, constituyen un elemento de importancia en la formación de la renta nacional y representan un poder de compra en mano de las clases trabajadoras que es también integrante dentro del proceso económico, y que estimula las inversiones y hace posible producciones mas racionalizadas, con artículos de mejor calidad y de mas bajo precio.


Socialmente está involucrado un sentimiento de dignidad humana en que cada ser en condiciones de trabajar, pueda encontrar una ocupación que le dé categoría moral a su existencia. El empleo total en una comunidad, según las nuevas doctrinas, depende del  destino que se da a su renta nacional. La parte de ésta que se gasta en consumos o se invierte proporciona empleo a la población, mientras que el mero ahorro o el atesoramiento es un factor negativo dentro del proceso económico, pues sustrae del volumen de la renta producida una parte que no fluye a la corriente circulatoria del periodo siguiente, y el desempleo acarrea desmoralización y una amenaza económica y social contra cualquier régimen que lo permita.

El presupuesto económico nacional


A diferencia del meramente financiero, el presupuesto económico nacional constituye el análisis hecho de la posible actividad económica del sector privado y de la ocupación que ésta es capaz de generar. Así mismo, contiene la política compensatoria que el sector público se propone seguir para suplir las deficiencias que calcula en el sector privado y un examen del potencial humano disponible, calculando para ello los recursos que el sector público deberá poner en movimiento para dar ocupación total a la población activa, absorbiendo la diferencia entre la mano de obra que ocupará el sector privado y la mano de obra disponible.


Sintetizando, este presupuesto es el cálculo de los recursos necesarios para dar ocupación plena y como tal resulta en: “Un cuadro total probable del panorama económico de un país para cierto periodo de tiempo que busca, la mantención o acrecentamiento del nivel de la renta nacional y la ocupación total de su población activa, y que contempla el gasto compensatorio que el Estado se propone realizar para alcanzar ésos resultados”

Redistribución del ingreso nacional a través del gasto público


La verdadera y auténtica redistribución del ingreso nacional se opera a través de los gastos públicos. El Estado, recoge de las economías particulares una parte de sus ingresos primarios para utilizarla en atender las diversas necesidades públicas, cuya satisfacción asume el propio Estado, y es en el empleo que le da al gasto público donde cumple su labor de redistribución.


Los Gastos Públicos a que nos referimos pueden ser: a) Para atender necesidades absolutas del Estado (defensa de la soberanía, mantenimiento del orden jurídico interno, etc); b) Para realizar obras de beneficio común (construcción de caminos, puertos, etc.); c) Para atender necesidades relativas (servicios de salud pública, instrucción y educación gratuita a sectores necesitados, etc.)

Objetivos de la redistribución


La redistribución del ingreso nacional tiene por objeto alentar o desalentar el consumo, la inversión y el ahorro, según sea el periodo económico predominante en el país (inflación o depresión)


Si lo que la política fiscal busca es un incremento del consumo, la redistribución debe hacerse respetando las cuotas que obtuvieron los sectores de rentas más bajas con alta propensión de consumo, y lo mismo procede cuando se trata de un consumo reducido en época de depresión, a la que puede llegarse no solo respecto de los ingresos primarios de los sectores menos pudientes, sino a las asignaciones gratuitas a los desocupados. Si por una razón económica es aconsejable una disminución del elemento consumo nacional, puede hacerse necesario limitar la renta de estos sectores, ya sea por impuestos que no afecten los consumos necesarios, mediante impuestos a los consumos no necesarios, o mediante medidas de ahorro forzoso, que son socialmente más aconsejables. En cuanto a los grupos de rentas más elevadas, la redistribución se impone con relación a objetivos propuestos. Podrá el gobierno, a través de su política fiscal impositiva obligar a estos grupos a desviar sus consumos hacia inversiones productivas, estimularlos para un aprovechamiento más económicamente aconsejable de sus saldos y rentas disponibles para financiar sus gastos compensatorios cuando voluntariamente no contribuyen al esfuerzo público.
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Recursos Derivados o Tributarios

Concepto – Diferencia con los recursos Originarios del Estado


Sabido es que los recursos se dividen en Originarios y Derivados, siendo los primeros aquellos que, constituidos como parte del patrimonio privado del Estado le pertenecen a éste de igual manera que los bienes privados de un particular forman parte del patrimonio del mismo, y los segundos son los provenientes de la economía privada y que le son exigidos en virtud del poder de imposición que tiene el Estado, en forma regular y periódica como ser: “los impuestos, tasas y contribuciones” o en forma extraordinaria como: “los empréstitos”. Tenemos así que, los recursos derivados del Derecho Público, son los que el Estado percibe por razones de orden político y leyes de orden constitucional fundamentales, y por ejercer la soberanía como persona de derecho público, en ejercicio de su poder impositivo.


Las diferencias son fundamentales y son: En primer lugar, su distinto origen; los originarios devienen del patrimonio del Estado, y los derivados del patrimonio de los particulares; En segundo lugar, en la recaudación de los originarios, el Estado no requiere el empleo de su poder de imperio o la coerción fiscal, en cambio, cuando se trata de los derivados o tributarios, el Estado actúa como autoridad en ejercicio de su poder de imposición, en virtud de una disposición legal.

El Recurso Tributario – Su naturaleza jurídico-económica y su vinculación con otros recursos fiscales


Entendida que la tributación entraña una derivación de la riqueza, la naturaleza jurídico-económica del recurso tributario se define como: “El detraimiento de parte de la riqueza individual o particular que se opera a favor del Estado, en virtud de su poder de imposición”


Sin embargo, la tributación no equivale al imperio de la arbitrariedad y por lo tanto se encuentra sujeta a reglas de derecho, de acuerdo a principios constitucionales y leyes dictadas en consecuencia, como la disposición del Art. 179 de la C. N. Que dispone: “Todo tributo, cualquiera sea su naturaleza o denominación, será establecido exclusivamente por la ley...”


En cuanto a su vinculación con otros recursos fiscales, el recurso tributario difiere de otros que nutren el tesoro del Estado, de una manera estrecha y permanente. Así, cuando aumenta la presión tributaria, lo recomendable es no crear nuevos impuestos sino apelar a otros recursos como ser las inversiones para obras públicas, o recurrir a la siempre no  muy recomendable emisión de moneda, aún a riesgo de sus efectos inflacionarios. 

División de los recursos tributarios – Impuestos- Tasa-Contribuciones de mejoras y Parafiscales- Conceptos y Características de cada uno de ellos


La propia doctrina desde antiguo ha coincidido en la existencia de una división tripartita de los recursos derivados, o sea los impuestos, tasas y las contribuciones de mejoras, habiéndose sumados a éstos una cuarta categoría representada por los recursos parafiscales. Así:

Los Impuestos; para que existan, es necesario que la obligación pecuniaria que pesa sobre las personas con rentas  o bienes responda a una exigencia legal ajustada a los principios generales de la tributación y que su recaudación sea destinada a satisfacer las necesidades y los servicios públicos.

Tasa, constituye la suma de dinero que pagan los beneficiarios de un servicio público divisible, en contraprestación de ese servicio, o en función de la ventaja individual que reciben, para contribuir a sufragar el costo de ése servicio.

Contribución de mejoras, es una obligación pecuniaria única, impuesta por el Estado a cargo de los propietarios de determinados inmuebles, hasta la concurrencia sustancial como máximo, de la plusvalía que experimentan dichos inmuebles con motivo de la construcción de una obra pública de uso común.

Evolución histórica de los tributos – Antecedentes


Antiguamente, los Tributos con sus actuales características prácticamente no eran conocidos, pero si, existen datos de rudimentarios sistemas de tributación en la historia de la humanidad, como en el antiguo Egipto de los Ptolomeos, en la Grecia de Pericles y en Roma, en los años de Julio César.


Se afirma que los griegos conocían una especie de impuesto progresivo sobre la renta, que los egipcios tenían gravámenes sobre los consumos y los réditos, y en cuanto a Roma, nos encontramos con diferentes tributos importantes que incluso han servido de antecedentes para formas impositivas actuales, como la Vicésima hereditatum establecido por Augusto, y se lo conoce como antecedente inmediato del posterior impuesto hereditario. Fue así mismo en Roma que se inició la diferenciación entre el patrimonio de los reyes y el Estado. También se atribuye a Roma el hecho de obligar a tributar alas provincias en forma abusiva, de tal manera que excedían los límites más agudos, impelidos por la codicia fiscal.


En la Edad Media, es sabido que el patrimonio del Estado se encontraba confundido con el del gobernante o soberano, y las llamadas Gabelas o Contribuciones de que nos habla la historia solo podemos invocarlas a título ilustrativo y no como antecedentes de los gravámenes actuales, pues en ellas, las finanzas estatales se sustentaban sobre recursos impositivos patrimoniales, como ser las tasas de peajes, etc.


La concepción del impuesto sufrió profundas variaciones desde que primitivamente se fundamentara en la soberanía absoluta del Rey en forma autoritaria y arbitraria, lo que despertó la resistencia contra el autoritarismo, y que finalmente desembocó en la Revolución francesa, con la cual la concepción impositiva se modificó sensiblemente buscando justificativos éticos al impuesto, y se lo consideró como un precio que se paga al Estado por los servicios que éste presta y por ser parte de él.


Desde entonces se señala una evolución en el curso de las contribuciones que avanza hasta llegar al Estado moderno, que asume actividades económicas y de servicios públicos antes desconocidos, y del cual debe decirse que su régimen tributario descansa sobre principios de justicia que fundamentan el reparto de las cargas públicas.

Estudio de la evolución de los tributos 


El aspecto evolutivo de los tributos en el curso histórico de la humanidad ha señalado verdaderas etapas diferenciales una de otras, según los puntos de partida en que se sitúa el observador, así:

Desde el punto de vista jurídico: Se advierten tres periodos:

a) el periodo de la percepción del impuesto, que se efectúa bajo el signo de la violencia y la arbitrariedad, sin justicia distributiva ni base determinada en el reparto de la carga pública;

b) el lapso de la prevalencia  de algún fundamento directriz y algún sentido de regularidad, distinguiéndose quienes son contribuyentes y quienes no;

c) La concreción de un nuevo periodo donde la tributación descansa sobre principios de uniformidad y generalidad.

Desde el punto de vista político: se señalan dos periodos:

a) De la fuerza, el tributo se exige coercitivamente, sin otro fundamento que el de la violencia;

b) El de la manifestación del derecho del pueblo a elegir los servicios y a pagar las contribuciones.

Desde el punto de vista económico: dos etapas se distinguen:

a) La etapa en que la necesidad pública se satisface sobre la base de los servicios personales, y

b) Etapa en que las prestaciones se satisfacen mediante entregan pecuniarias.

Desde el punto de vista fiscal: se distinguen aquí tres etapas:

a) El tributo tiene por finalidad primaria, la de reforzar el dominio territorial;

b) El periodo de equilibrio entre el tributo y los demás recursos; y,

c) El predominio del impuesto sobre los demás recursos.

Desde el punto de vista administrativo: también se distinguen dos etapas:

a) La etapa en que la recaudación se efectúa por medio de arrendadores, que cumplen su gestión bajo condiciones humillantes para el contribuyente, con inspección de sus casas y extremando las exacciones;

b) El sistema de recaudación directa por parte del Estado.

Desde el punto de vista financiero: también se distinguen dos etapas:

a) Periodo de predominio de los tributos reales sobre los personales; y,

b) La etapa inversa, hoy generalizada, que marca una mayor importancia recaudatoria en los recursos que forman el tesoro público, por los llamados impuestos personales.

Bases para ajustar la Legislación Tributaria – Principios Constitucionales


Las normas reguladoras de la vigencia de los poderes impositivos no siempre aparecen en las constituciones agrupadas coordinadamente, sino que corresponde al intérprete ubicarlas según las secciones en las que se divide la constitución. Tales normas revisten un contenido jurídico substancial frente a otras que sólo contemplan aspectos del tipo formal o procesal.


Las normas substanciales pueden ser a su ves, las que se refieren a la estipulación jurídica o impositiva de los principios de índole político-financiero que tienen su fuente racional en la ciencia de las finanzas aplicada a la actividad del Estado, y las que enmarcan atribuciones y derechos del Estado y de los contribuyentes en cuanto a las perspectivas de su aplicación financiera

Las normas financieras constitucionales en nuestra Carta Magna son:

Art.179, que establece que todo tributo, sea cual sea su denominación o naturaleza será establecido exclusivamente por la ley, que debe responder a principios económicos y sociales justos y a políticas favorables al desarrollo nacional;  

Art. 180 que establece que nadie podrá ser objeto de doble imposición, 

Art. 181 establece que la igualdad es la base del tributo, ella no tendrá carácter confiscatorio, que su creación y vigencia atenderá a la capacidad contributiva de los habitantes y a las condiciones generales de la economía del país.

Las normas constitucionales referidas al derecho formal o procesal son:

Art. 13, que no admite la privación de la libertad por deudas, salvo mandato de autoridad judicial competente dictado por incumplimiento de deberes  alimentarios o como sustitución de multas o fianzas.

Las normas constitucionales referidas a derechos y atribuciones:

Art. 202, inc. 4: se refiere a la atribución de legislar en materia tributaria que tiene el Congreso nacional, 

Art. 168, inc. 5 establece que es atribución de las Municipalidades la regulación del monto de las tasas retributivas de servicios efectivamente prestados, Art. 169, expresa  que corresponderá a las Municipalidades y a los departamentos la totalidad de los tributos que graven la propiedad inmueble en forma directa y que su recaudación será competencia de las Municipalidades.

En cuanto a las penalidades, en materia tributaria son de orden pecuniario por excelencia.


En resumen, las bases dadas por la Constitución Nacional son:

Que la igualdad es la base del tributo, que todo tributo debe estar establecido por la ley, que los tributos deben responder a principios económicos y sociales justos, que no puede haber doble imposición, que ningún impuesto tendrá carácter confiscatorio, que deben ser favorables al desarrollo nacional, que atenderán a la capacidad contributiva de los habitantes y a las condiciones generales de la economía del país.

El interés fiscal y los derechos individuales- Su armonización y fines de justicia

Es indudable que le interés general debe prevalecer sobre los intereses individuales, como consecuencia de la convivencia civilizada, por tanto, el Estado debe considerar la magnitud y oportunidad de la prestación de los servicios públicos requeridos, teniendo en cuenta los recursos financieros que ha establecido en su sistema tributario.


La ley tributaria, al prever los tributos, da asimismo los recursos de orden jurisdiccional para dirimir las controversias que se susciten entre el Estado y el contribuyente, a fin de que pueda restablecer la armonía prevista por el legislador, lo que nos lleva al siguiente planteamiento:


1.- Es necesario una legislación acorde con los preceptos constitucionales, a fin de que pueda ser soportada por el patrimonio de los contribuyentes y el ingreso nacional; y,


2.- La necesidad de establecer órganos jurisdiccionales que den a esas controversias soluciones objetivas con absoluta independencia del poder administrador, ello provocará que el contribuyente preste su acatamiento a los principios tributarios y que tenga fe en la justicia de nuestro sistema tributario como forma de combatir eficazmente los males de la evasión impositiva.
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La Obligación Tributaria – Consideraciones  Generales


Los llamados recursos derivados, traducen en substancia la satisfacción por parte del contribuyente de la obligación fiscal que pesa sobre él en beneficio del Estado. Dicha obligación fiscal existe, tanto en el “impuesto”, como en las “tasas” o en la “contribución de mejoras” como también en los “recursos parafiscales” que integran las distintas categorías en que tales recursos derivados se dividen.

Naturaleza Jurídica de la Obligación Tributaria


La relación jurídica tributaria es una relación de derecho, significando ello que el Estado no se encuentra vinculado con el particular en razón de poderío, supremacía o fuerza, porque el tributo no es una creación de la fuerza de la autoridad estatal, sino que corresponde a una obligación nacida pura, única y exclusivamente de la ley. La obligación de “dar” es de contenido personal, aún en los impuestos llamados reales en la ciencia financiera, y el Estado no tiene derecho de propiedad sobre la cosa que ha tomado en cuenta simplemente como un hecho imponible.

Estudio de la naturaleza jurídica frente a la Teoría de las Obligaciones

El concepto de obligaciones en el Derecho Romano es el “vínculo jurídico por el cual somos constreñidos a pagar alguna cosa según el derecho de nuestra ciudad”, rigorismo primitivo de dependencia personal entre los obligados que desapareció con el correr de los tiempos, pues en el Derecho moderno la obligación ya no es tanto de vínculo personal, sino más bien una relación patrimonial, en la que se debe satisfacer una prestación determinada.

La Teoría general divide los derechos del hombre en su vida de relación en dos grandes categorías que son: Los Derechos personales y los Derechos reales, constituyendo el primero los derechos de crédito u obligaciones que crean compromiso con relación a determinadas personas, y los segundos, los derechos que crean una obligación con respecto a todos los hombres.

Elementos de la Obligación Tributaria


De acuerdo con Manuel de Juano, existen tres elementos en toda obligación; 

a) Las personas entre quienes se forman (sujetos: activo y pasivo); 

b) El objeto de la obligación (prestación comprometida); y, 

b) El hecho que le da nacimiento, llamado causa o fuente de la obligación.


Entrando en el análisis de los elementos, tenemos que los sujetos son: El Sujeto Activo, que es el sujeto en cuyo favor se establece la prestación; el Sujeto Pasivo, que es el deudor, la persona que debe la prestación.


La obligación constriñe al deudor a hacer una cosa y esa prestación prometida es el objeto de la obligación, y por último, la causa o hecho generador, el que da nacimiento a la obligación tributaria.


Todo derecho tiene su origen en un hecho, y las obligaciones no se encuentran ajenas a esta circunstancia, y como todo derecho derivan de hechos, y así entendemos que la causa o fuente de las obligaciones son los diversos hechos que le dan nacimiento, y las clásicas son cinco: contratos, cuasicontratos, delitos, cuasidelitos y la ley. Resumiendo podemos decir que no existe obligación sin causa, y que ella, aunque no esté expresada en la obligación se presume que existe, mientras que el deudor no pruebe lo contrario.

El Sujeto Activo – El Estado – Entes gubernamentales – Su poder de imposición


Es sabido que la obligación tributaria cae patrimonialmente sobre la persona que según la ley debe satisfacerla. En la obligación tributaria el sujeto activo o acreedor de la obligación siempre es el Estado, en ejercicio de su poder de imposición o soberanía fiscal, que en nuestra estructura Unitaria, solamente el Estado puede ser sujeto activo en cuanto él es el que  puede establecer tributos por sí mismo, en tanto que los municipios no pueden establecer tributos por sí mismo sino de conformidad a las leyes que gobiernan su funcionamiento, es decir, solo pueden cobrar aquellos tributos incluidos en la ley de organización municipal. 


Esa facultad que permite al Estado detraer riquezas de los particulares para formar el Tesoro Público se denomina en derecho financiero “Soberanía Fiscal o Poder de Imposición”

El Sujeto Pasivo


El sujeto pasivo en la obligación tributaria es siempre un sujeto de derecho, es decir, es la persona a quién la ley señala como obligado al pago de un gravamen, llamado “contribuyente”. El sujeto pasivo puede tratarse de personas tanto físicas como jurídicas.


Existen otros grupos de personas que también son sujetos pasivos, obligados a pagar una suma de dinero sin ser contribuyentes, y para quienes se reserva la denominación de responsables. La ley 125 de Reforma Tributaria distingue los siguientes ejemplos en cuanto a estos “otros sujetos”, y así; Los Agentes de Retención que por medio de leyes especiales retienen los tributos para su posterior destino a las arcas estatales; La Responsabilidad Solidaria y la Responsabilidad subsidiaria (los representantes ya sean legales o voluntarios) que son los que deben soportar el pago efectivo de algún tributo o imposición.


También se encuentran los llamados “Conjuntos económicos” entendido por ello al integrado por entidades, sociedades o personas vinculadas entre sí y que son considerados jurídicamente independientes, pero que tienen entre ellas lazos tan estrechos de unión en cuanto a sus capitales, dirección y distribución de utilidades, que permiten unificarlas físicamente frente al hecho imponible y asignarles el tratamiento correspondiente a un solo sujeto pasivo del tributo.


Existen además “otras” como “la vinculación económica entre entidades privadas”; las “Sociedades de familia”, la “Sucesión indivisa” etc. dentro de este gran grupo de obligados a la tributación.

Concepto de “Obligación Tributaria”


La obligación tributaria es aquella que vincula al contribuyente con el Estado, y en tal sentido podemos decir que: “La Obligación Tributaria o simplemente el Tributo constituye en su esencia una prestación pecuniaria, coactiva, que pesa sobre un sujeto (contribuyente) a favor del Estado u otra entidad pública que tenga derecho a ese ingreso como consecuencia de su poder de imposición.

Responsabilidad frente al tributo- Capacidad – Domicilio - Solidaridad


La ley fiscal señala quienes son responsables del tributo, y esta responsabilidad puede ser asumido por derecho propio (deuda propia) si la obligación pesa directamente sobre el responsable o en forma refleja (por deuda ajena) como se dan en los casos de los administradores de patrimonios, síndicos y liquidadores de las quiebras, los padres, tutores o curadores, etc. en cuanto sean ellos los que tengan que tributar.


La capacidad tributaria consiste en la posibilidad de hecho de ser titular o agente principal de las relaciones económicas que constituyen los hechos imponibles, y del mismo modo, la ley tributaria fija el concepto de domicilio que a ella interesa como institución de derecho público. Con ello, lo que se está especificando que el domicilio de la ley civil puede diferir del domicilio fiscal.


La ley tributaria puede imponer la solidaridad entre los participantes del hecho imponible, y lo hace con frecuencia tanto frente a la obligación fiscal como ante su incumplimiento, indistintamente como cuando el que incurre a una falta tributaria sea el representante como el representado (Art. 184, Ley 135)

Objeto – El elemento de la obligación Tributaria – Manifestación de riqueza


La Teoría General de las Obligaciones, entiende por objeto de la obligación a la “prestación comprometida, que puede consistir en dar, hacer o no hacer alguna cosa” prestación que debe ser capaz de ser susceptible de apreciación económica. En la Obligación Tributaria, el “objeto” constituye el elemento material, que se exterioriza por la manifestación de la riqueza.


La obligación fiscal es generada por mandato legal contra aquellas personas que exhiben riqueza  y que da lugar a la exigibilidad del tributo, por lo tanto y de acuerdo a lo  dicho  con  anterioridad  podemos  decir  que  se  entiende  por “objeto de la obligación fiscal o tributaria la riqueza o su manifestación en cuanto ella sirva de base o medida para la aplicación del tributo”


Las tres formas escenciales que puede asumir el tributo son: La posesión, la Capacidad de adquisición y el Gasto, o dicho de otra manera, el capital, la renta y el consumo, porque:

a) La posesión de la riqueza, se exterioriza a través del patrimonio o del incremento patrimonial de los contribuyentes;

b) La capacidad de adquirir riqueza, se traduce en la generación de rentas, súper rentas o beneficios extraordinarios;

c) El gasto como manifestación de riqueza, tiene a la vez su equivalencia en el consumo de bienes.

El hecho imponible – Concepto y Naturaleza Jurídica


En los Estados modernos, el axioma primordial es el 

principio “Nullum tributum sine lege” es decir, que sin ley que lo establezca no puede existir tributo valedero, que significa la existencia de un corpus de normas jurídicas destinadas a prever los hechos que dan lugar al nacimiento de las obligaciones tributarias, el monto de las mismas y los sujetos a los cuales la obligación afecta o corresponde, y que en nuestro derecho positivo, la Ley 125, Art. 2, con el título de “Hecho generador” establece que estarán gravadas las rentas que provengan de la realización de actividades industriales, comerciales o de servicios que no sean de carácter personal.


En consecuencia, podemos definir al hecho imponible como “el presupuesto substancial determinado por el legislador, para dar nacimiento a la obligación impositiva”
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El Impuesto – Concepto – Naturaleza Jurídica


El pensamiento sobre los Impuestos de Montesquieu era el siguiente: “el impuesto es la porción de los bienes que cada ciudadano da al Estado para tener seguridad sobre los que le quedan y para gozar de éstos placenteramente”


Manuel de Juano por su parte da la siguiente definición sobre el impuesto: “El impuesto es la obligación pecuniaria que pesa sobre las personas en su calidad de integrantes de un Estado, por tener bienes o rentas en el mismo, exigida legalmente según su capacidad contributiva, en base a las normas fundamentales del país y a los principios de igualdad, generalidad y uniformidad, cuya recaudación debe destinarse a satisfacer las necesidades y servicios públicos indivisibles o el déficit de los divisibles”


Esta definición distingue los siguientes elementos: a) Obligación pecuniaria, es decir dinero; b) Que afecta a las personas (físicas o jurídicas) integrantes del Estado en cuanto posean bienes o rentas en el mismo; c) Exigibilidad por imperio de la ley; d) el gravamen debe respetar la capacidad contributiva de dichas personas; e) La obligación legal de tributar ha de ajustarse a las normas constitucionales del Estado, en cuanto a los principios de igualdad, generalidad y uniformidad; f) Lo recaudado debe estar destinado a satisfacer necesidades y servicios públicos y a la cobertura del pasivo estatal.


Del análisis del concepto podemos desentrañar la naturaleza jurídica de este recurso, (el impuesto) El destino del Impuesto constituye primordialmente la satisfacción de necesidades públicas y la cobertura del pasivo estatal, por lo tanto es diferente del de la Tasa y la Contribución, en cuanto que en ambas se traduce en una ventaja individual o diferencial para el afectado por el mismo, según el caso.

Fundamento del Impuesto


Se explican los fundamentos del Impuesto a través de distintas Teorías, y así tenemos:

Teoría del Precio de Cambio: De inspiración contractual, determina qu el Impuesto constituye una compensación o remuneración que pagan los contribuyentes por los servicios que el Estado les presta.

Teoría de la Prima de Seguro: Esta corriente doctrinaria determina que los individuos pagan el impuesto a mérito de la seguridad que les presta el Estado sobre sus personas y bienes. “El impuesto es el precio necesario de la protección acordada por el soberano a los particulares” (Bodín)

Teoría de la Concepción histórica orgánica del Estado: Según esta teoría, “El Estado es la forma mas elevada e imprescindible de vida colectiva, por lo que el fundamento jurídico del impuesto radicaría en la necesidad absoluta del Estado y en la justificación de su existencia y del sometimiento de sus miembros a su soberanía. Así, el Estado beneficia a todos con sus instituciones, luego, todos deben participar en su sostenimiento.

Teoría de la distribución de la carga pública: En el Estado moderno, el individuo se encuentra obligado al pago de impuestos desde el momento en que forma parte del Estado, puesto que el hecho de ser miembro de la comunidad lo convierte  en un contribuyente, es decir, queda sometido al deber fiscal, siendo por lo tanto el fundamento de la obligación la “solidaridad “ existente entre los componentes de tal comunidad, como deber de los mismos para  subvenir a los gastos, sin los cuales la comunidad no podría subsistir.


Actualmente, la doctrina  tiende a definir objetiva y descriptivamente al impuesto como una “participación de las cargas públicas” a la que están sometidos todos los que tienen medios para satisfacerla, por lo que, en el Estado moderno el impuesto se traduce en un procedimiento de repartición o distribución de las cargas públicas entre los individuos miembros de ella, tocando al Estado determinar quiénes son los que deben satisfacer las cargas, en que medida y condiciones, en un régimen legal y reglamentario, y en la que la obligación individual no se mide por las ventajas que el individuo obtiene del Estado, sino sobre la base de su capacidad personal para contribuir en los gastos de la comunidad.

Bases orgánicas en que debe descansar un sistema impositivo


El sistema impositivo está formado por todo el conjunto de impuestos que integran los recursos tributarios del Estado, que para dar satisfacción a las posibles finalidades con los que fueron establecidos, deben responder a las siguientes bases orgánicas:

a) Simplicidad en el número de los mismos que el Estado establezca;

b) Estabilidad del sistema tributario, sin que ello impida la movilidad de las tasas impositivas cuando las circunstancias económicas o financieras así lo aconsejan;

c) Preferencia a los impuestos directos por su fácil determinabilidad;

d) Un mínimo de renta exenta de impuestos directos;

e) Supresión de los impuestos indirectos que graven los artículos de primera necesidad;

f) Clara reglamentación legal de cada impuesto con lo que se fomentará a los contribuyentes el cumplimiento de las leyes tributarias; y,

g) Prevención y fuertes sanciones al fraude fiscal.

Categorías de Impuestos – Necesidad de su estudio


Bien cabe diferenciar  a los impuestos en varias categorías, teniendo en cuenta puntos de vista el aspecto histórico, económico, financiero, político, ético y social. Los impuestos en sentido general, concurren a la consecución de los fines políticos, económicos y sociales del Estado en cuanto procura los medios necesarios para posibilitar su actividad, e interesa el estudio del sistema tributario no solo como medio de recaudar recursos para el Estado, sino también como instrumento válido e idóneo para alcanzar determinados fines no estrictamente financieros.


Destacando los puntos de vista histórico, económico, financiero, ético y social del impuesto, podemos determinar cuánto sigue:

a) Históricamente se advierte que los impuestos reales tuvieron preponderancia sobre los impuestos personales y los injustos precedieron a los justos;

b) Desde el punto de vista económico y financiero existen impuestos que solo miran la economía estatal y otros que llevan el propósito de allegar recursos al erario al mismo tiempo de facilitar la redistribución de la riqueza con la prestación de los servicios públicos;

c) Desde el punto de vista político, ético y social, se advierte categorías diferentes de imposición. Así, cuando los tributos busca proteger la industria nacional el impuesto tiene efectos políticos; cuando sirven para impedir el consumo de productos nocivos, el impuesto tiene efectos ético y cuando son útiles, el impuesto tiene un efecto social (combate la desocupación)

La parafiscalidad


En materia legislativa positiva, existe gran número de detraimientos económicos obligatorios para los contribuyentes que requiere la autoridad pública, a mérito de la soberanía fiscal o poder de imposición mas allá y de distinta naturaleza a la de los impuestos conocidos.


A tales imposiciones se las conoce bajo el título común de “Tasas Parafiscales” que doctrinariamente tienen muy diversos objetos diferentes a los propiamente fiscales, manifestados principalmente en las contribuciones del seguro obligatorio en el campo de la previsión y asistencia social del trabajador.


Recurriendo a los recursos llamados parafiscales se logran asegurar el financiamiento de ciertas gestiones presupuestarias y a esa gestión se conoce con el nombre de Parafiscalidad”. Ella participa en la naturaleza del impuesto por su gravitación económica sobre el consumidor, que le acuerda cierta semejanza con la tributación indirecta.


Estos recursos pueden ser agrupados según afinidades que varían conforme al tipo de legislación, así:

a) Tasas parafiscales de orden económico: Que son exacciones destinadas a subvencionar ciertas ramas de la producción, re equipamientos de industrias básicas, estudios e investigaciones técnicas;

b) Tasa parafiscales de naturaleza social: Cotizaciones destinadas a la seguridad social, centros de aprendizaje y formación de profesionales, etc.

c) Tasas parafiscales destinadas a asegurar la financiación de diversos organismos: Utilizada preferentemente por legislaciones extranjeras, que con ello buscan sostener por ejemplo la Caja Nacional de Letras entre otras.

En resumen, los recursos parafiscales son adicionales o complementos de impuestos, manifestados a veces en porcentajes del precio de venta de ciertos productos, adicionales  que se suman  al precio de entradas a espectáculos públicos y otros. Sintetizando, podemos establecer que los recursos parafiscales presentan dos caracteres distintivos: a) No tienen figuración específica en el presupuesto y b) están afectados a gastos determinados especificados por la disposición legal que los ha creado.

Concluimos diciendo que los recursos parafiscales son tributos ya que son suplementos de los impuestos directos o indirectos que alimentan el presupuesto; que ellos escapan de las reglas del derecho fiscal, y finalmente que la parafiscalidad ha entrañado un debilitamiento de la acción financiera parlamentaria, puesto que generalmente las tasas las fijan el poder administrador.

Aspectos sociales y políticos del Impuesto


El impuesto indudablemente  siente la influencia del medio ambiente en el cual se establece y conduce a ciertas aptitudes políticas y sociales, que son mas importantes en el terreno político y social que en el económico, por lo que no deben omitirse al ser considerados, aún frente a las cuestiones técnicas por excelencia. Varias escuelas han fijado su criterio al respecto de los fines no fiscales del impuesto y todas ellas tienden a la distribución de la riqueza pero por medios diversos. 
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Elementos del Impuesto


Los elementos del impuesto son los siguientes: LOs Sujetos (Activo y Pasivo), el Objeto y la Causa.

El Sujeto Activo: Como que el acreedor de la obligación impositiva es el Estado, o las municipalidades, o como también se los llama los “entes públicos” entendidos por tales a toda clase de gobierno o autoridad de jurisdicción territorial que ejerza la función gubernativa en ejercicio de su poder de imposición o soberanía fiscal, podemos decir que “El Estado” constituye el sujeto “Activo” señalado en este punto.

El sujeto Pasivo: Está constituido siempre por un sujeto de derecho, es la persona a quién la ley fiscal obliga al pago de un tributo. En materia tributaria son sujetos pasivos del impuesto las personas físicas y jurídicas del Derecho Privado y del Derecho Público.


Sin embargo se afirma que la individualización del contribuyente en todo sujeto que posee, actual o potencialmente, un patrimonio que constituye lo que se denomina una unidad económica con réditos, ganancias, enriquecimientos propios, distintos e independientes de otros sujetos.


Existen otros grupos de personas que también son sujetos pasivos, en el sentido de estar obligados a pagar una suma de dinero sin ser precisamente contribuyentes, y se les reserva el nombre de “responsables” que presentan tres categorías: Con responsabilidad sustitutiva (Agentes de retención); Responsabilidad solidaria (Los representantes) y Con responsabilidad objetiva o subsidiaria (Representantes legales).

Objeto: Entendemos por objeto de la obligación fiscal, la medida de la riqueza que interesa a la obligación, vale decir, la riqueza que sirve para medir el impuesto, o en otros términos, la manifestación de la riqueza que constituye su materia.

Formas del Objeto: El Objeto puede manifestarse de las siguientes maneras como: a) Posesión de la riqueza: que es el capital representado por las cosas, (muebles o inmuebles), derechos (mobiliarios o inmobiliarios), o el conjunto  de  cosas o derechos (patrimonio), o dicho en otros términos, la riqueza adquirida  y  consolidada  que  constituye  el  patrimonio  de  un  individuo; b) Capacidad para adquirir riqueza: vale decir, la renta y sus distintas modalidades (réditos, súper rentas, beneficios extraordinarios, beneficios o ganancias eventuales, ganancias o incrementos de capital, etc) proveniente de una fuente susceptible de crearla de una manera renovada que posee el contribuyente; c) El gasto o consumo: que es el empleo de la riqueza habida.

Unidad Contributiva


De igual manera como el objeto del impuesto es la magnitud o expresión que sirve para medir el impuesto, tal medida jurídicamente se practica sobre la base de unidades elementales, las que en conjunto forman el objeto. Cada una de éstas se denominan unidades contributivas.

Quantum del impuesto


Constituye la parte de impuesto que corresponde a cada unidad contributiva. Así, si decimos que la alícuota o quantum del impuesto es del 5%, se está expresando que el quantum del impuesto es de 5 centésimos por cada unidad contributiva de 100. Aquí el “porcentaje” es la unidad elemental y el “cinco” es el quantum del impuesto.

Causa del Impuesto



En materia Fiscal, la causa no puede ser “medida” como en materia Civil, pues en lo civil interesa la contraprestación y tributariamente no ocurre de esa manera, pues el servicio público no es divisible a los fines del impuesto. Aquí la “causa” es la capacidad contributiva entendida esta como capacidad económica, de quién posee bienes o genera riquezas para el pago del impuesto. Constituye por sobre todo la “aptitud o potencialidad económica” del individuo sometido a la soberanía del Estado para contribuir con sus gastos públicos.


Así mismo, es importante destacar la llamada “causa jurídica” en la relación impositiva. La llamamos de esta manera porque que en primer lugar la imposición como tal está determinada por disposición constitucional, diciendo con ello que la obligación  impositiva se encuentra dentro de los principios impositivos de la Carta Fundamental, que establecen preceptos de igualdad, proporcionalidad y equidad de los tributos, creando así mismo toda una organización jurídica para atender el aspecto impositivo.

Fuente del Impuesto – Diferencia con el  objeto


Atendido desde el punto de vista jurídico, como fuente de la obligación tributaria sólo puede ser entendido a la ley, pues no debe ser admitido la existencia de un impuesto si una ley no lo establezca. Ahora bien, vista desde el punto de vista financiero, se entiende por tal a “el conjunto de bienes o la misma riqueza” de los que se detrae el impuesto. No debe ser confundido el “objeto” con la “fuente”, pues el primero constituye la manifestación de riqueza (objeto) que sirve como medida del impuesto, mientras que la “fuente” es la misma riqueza o la “porción” de ella con que se paga el impuesto, así, por Ej. En el Impuesto Inmobiliario,  el objeto  es el capital representado por la “tierra” afectada, que sirve de medida al impuesto, mientras que la fuente es la “renta” que produce esa tierra, ya que el impuesto no se paga con la tierra sino con la renta que puede o produce al que lo posea.

Efectos del Impuesto – Sicológico, Morales, Políticos, Económicos


Sabemos que los Impuestos deparan efectos dignos de especial consideración dentro de los campos más diversos con que pueda enfocarse la conducta humana, y estos efectos podemos diferenciarlos desde los aspectos siguientes:

Efectos Sicológicos: Son los que pueden dar al contribuyente una comprensión cabal o exacta de la carga tributaria, o contrariamente llevarlos a impresiones ilusorias en cuanto, los impuestos impliquen  en realidad sacrificios mayores o menores según el caso. Estas impresiones ilusorias pueden ser Positivas o Negativas, siendo la manifestación de la primera cuando el contribuyente se siente gravado en mas de lo que en realidad incide el impuesto sobre él, y la segunda, que son las más comunes, en que casi todos los contribuyentes se despreocupan o ignoran el impuesto al consumo que abonan, pues estos gravámenes se pagan en los momentos mas cómodos y el sacrificio tributario se diluye en el placer que produce el consumo del bien que satisface la necesidad.

Efectos Morales: Como su nombre lo indica. Para el Estado, en la búsqueda de sus fines políticos, el impuesto debe atender a los efectos sobre la hacienda y la moral, pues existen impuestos que persiguen netamente efectos morales.


El Estado tiene ocasión de ordenar y disciplinar las costumbres de sus habitantes con los llamados impuestos moralizadores que, como su nombre lo indica buscan los efectos morales aunque con ello pierda en la recaudación, a pesar de que  tributariamente pueda alcanzar ambas finalidades, la financiera y la moralizadora.


Como ejemplo de impuesto que persigue ambos efectos se da en el caso de los aplicados a los objetos suntuarios, que combaten el “lujo” y permiten tributos, el impuesto al alcohol que combate el vicio, y esa es una de las razones que prevalecen en su imposición.

Efectos Políticos


Los impuestos, a través de la historia frecuentemente provocaron grandes acontecimientos, pues el individuo se siente naturalmente a reaccionar contra el Estado que le aplica gravámenes, descontento que se materializa por medio de la prensa, los comicios y hasta por revueltas contra los poderes públicos. Como antecedente tenemos la “rebelión de la Colonias Inglesas de Norte América” producida en 1775 y 1783 por la imposición de derechos aduaneros sobre el comercio del papel, vidrio y del té. La Revolución Francesa tuvo entre sus numerosas causas la inicua ordenación tributaria fundada en la distinción de clases sociales, la Aristocracia, el Clero y la Burguesía eximiéndose a las dos primeras y oprimiéndose a la última con los tributos.


En el transcurso de los siglos la sublevación de los contribuyentes ha tenido dos causas esenciales, el abuso de poder de un Estado y la decadencia de la autoridad. La creación de nuevos impuestos produce efectos políticos principalmente cuando afecta a grandes sectores de la población o roza intereses creados y sobre todo cuando son injustos.

Efectos económicos - Redistribución

El efecto sustancial de las finanzas es la distribución de los gastos públicos, que puede ser jurídica o económica. La primera es la que hace el legislador por medio de leyes,  basándose en el principio de igualdad. Sin embargo, siempre el contribuyente busca trasladar la carga abonada y con esa gestión se produce el llamado fenómeno de redistribución del impuesto, que finalmente es de naturaleza económica.

Esa redistribución suele provocar situaciones de injusticia, ya que el sujeto incidido no tiene con frecuencia capacidad económica para afrontar el detraimiento de riqueza que motiva el impuesto. Lo ideal sería que el contribuyente no pudiera trasladar el tributo, pero la realidad demuestra que es económicamente inevitable, con ello, los precios se alteran y la traslación de los impuestos o cargas públicas modifican el equilibrio existente.

Efectos económicos del Impuesto


Estos efectos pueden ser: a) Positivos: cuando se producen de acuerdo al plan fiscal del legislador, o sea conforme al cálculo de la recaudación impositiva y al plan de distribución de la carga pública; y b) Negativo: cuando los resultados obtenidos difieren del plan previsto.


Los elementos que deben ser tenidos en cuenta para en la búsqueda de los efectos financieros son: 


a) La tasa o quantum del impuesto, su  monto es factor primordial en la recaudación; 

b)La elección del objeto o fuentes del impuesto, es decir, que la fuente imponible y la medida de la riqueza afectada constituyen el elemento material de la imposición; 

d) El proceso del amarillamiento del impuesto, que es la liquidación o base tributaria, que puede hacerse por distintos medios, (reparto y por cuota), 

e) La recaudación del impuesto, sea que se opere en la fuente mediante el pago de anticipos o por cualquier otra forma tributariamente utilizada

Abstención – Evasión  -  Fraude fiscal


Cuando se elude
 el pago de impuesto se opera la llamada evasión fiscal. Sin embargo los efectos negativos del impuesto pueden ser lícitos e ilícitos y tener importancia distinta por lo que pueden ser distinguidas las siguientes figuras:

Abstención: Que se verifica cuando el contribuyente se sustrae al pago de impuesto sin acudir a medios ilícitos o fraudulentos. Ocurre cuando el contribuyente se “priva” o abstiene de fumar o renuncia a entablar un pleito para evitar el alto gravamen sobre el tabaco o las tasas judiciales;

Evasión: Ocurre cuando el contribuyente recurre a medios ilícitos, ocultando la riqueza imponible o logrando que se le grave un valor menor al que posee. En el primer caso la evasión es por ocultación material y en el segundo por ocultación económica, es ilícita por emigración, cuando el contribuyente emigra o hace pasar al extranjero su riqueza, cuando haya contraído la obligación de pagar o cuando la ley haya prohibido la emigración;

Fraude Fiscal: Finalmente, cuando los contribuyentes evitan el pago del impuesto mediante falsificaciones que caracterizan como criminosa su actividad o conducta fiscal. Así ocurre cuando en los impuestos indirectos con el contrabando para eludir el impuesto aduanero, o con el uso de mecanismos o procedimientos falsos o de casos típicos de fraude fiscal, que la ley castiga con la confiscación de las mercaderías, penas pecuniarias e incluso privación de libertad.

En los impuestos directos el fraude se materializa por la presentación de falsas declaraciones juradas, alteración de libros comerciales, resultados de inventarios, etc. delitos penados por el C. Penal de nuestro país.
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Momentos de la Imposición


El impuesto, al afectar la riqueza ya en forma mediata o inmediata, directa o indirecta, da lugar a una serie de fenómenos y consecuencias que difieren según las circunstancias en que tal afectación se produce, por lo que es necesario distinguir cuales son los “momentos de la imposición” que podemos determinarlos en Percusión, Traslación, Incidencia y Difusión

Percusión: Constituye el acto formal por el cual el impuesto recae sobre el contribuyente de derecho, es decir aquel contribuyente que por designación o expresión legislativa debe pagar el impuesto. Se afirma entonces que un contribuyente es “percutido” cuando se le obliga por ley al pago del impuesto, constituyendo de esta manera la percusión en el punto de partida para la aplicación de las cargas fiscales.

Traslación: Se entiende por “traslación” o repercusión del impuesto a la transferencia económica que el contribuyente hace del impuesto. Esa transferencia o traslación es a veces previsto por el legislador, y así la mayor parte de los impuestos al consumo son soportados por el comprador, pero son pagados al fisco por el vendedor que los carga en los precios.

Sin embargo, existen casos en que dicha traslación se efectúa sin la previsión estatal e incluso en contra de su voluntad, y es la producida en los casos en que a aquellos a quienes se quiere cargar con el peso impositivo, logran sin embargo transferirlo en otra persona, como cuando en el impuesto sobre los salarios, el sujeto percutido (el trabajador) logra del que le abona el salario (el empleador) le aumente el salario y con ello logra mantener el equilibrio entre sus ingresos y salidas.

Así mismo la traslación puede ser “hacia delante”, cuando el contribuyente logra subir el precio de los artículos que produce y con ello aminorar su sacrificio; “hacia atrás” cuando el incidido mediante una reducción de los precios de las mercaderías que compra logra trasladar la carga a los proveedores; y, “lateral y oblicua” cuando el contribuyente percutido no pudiendo trasladar hacia delante o atrás, lo hace incidir sobre otros artículos o servicios no gravados por el tributo.

Incidencia: Indica el sacrificio o la carga efectiva que soporta el contribuyente de hecho o contribuyente definitivo. Es directa cuando el contribuyente percutido es al mismo tiempo el incidido, e indirecta cuando la repercusión o traslación del impuesto recae definitivamente sobre otra persona quién es de hecho quién sufre el sacrificio tributario.

Difusión: El momento de la “difusión” del impuesto se produce cuando ella se expande a todas las capas sociales, y se hace necesaria ajustar el impuesto a la verdadera capacidad contributiva no solo de quienes han de sufrir el impacto fiscal sino también de los ulteriores destinatarios de sus efectos. Si un gravamen por su elevada magnitud pesa muy fuertemente sobre el consumo, conduce lógicamente a una restricción de éste, y con ello el productor recibe menos beneficio, y el Estado a su vez resulta víctima de su propio error y su recaudación se ve disminuida por la mencionada reducción en el consumo y de las transacciones.

Presión Tributaria

La conceptualización de “Presión Tributaria” se encuentra íntimamente ligada a la idea de un sacrificio impuesto a la colectividad a causa de la detracción fiscal. Cuando se dice comúnmente que la “presión tributaria” es tolerable o excesiva, lo que quiere significarse es que el sacrificio impuesto a la colectividad por la actividad financiera estatal se encuentra o es tolerante o excesiva, según el caso, y cuando decimos que la “presión tributaria” del país A es más elevada que en el B se esta afirmando que los ciudadanos del primer país se encuentran constreñidos por la detracción fiscal a renuncias o sacrificios mayores que los del segundo país.

La presión tributaria revela la relación que existe entre la suma de los tributos que cubre el presupuesto de todas las necesidades públicas periódicamente de un país, y la renta nacional de la cual se extraen los tributos, entendiendo por renta nacional al conjunto de bienes y servicios que existen en una economía dada durante un periodo establecido.

Inconvenientes de la presión tributaria


La presión tributaria produce los siguientes inconvenientes:

Evasión de Impuestos; La emigración de capitales; El encarecimiento de la producción: Si los gravámenes son excesivos.


Sin embargo, a veces tiene efectos favorables a los fines estatales, por ejemplo cuando se ataca con gravámenes pesados a los Capitales que dormitan en los Bancos, a los Títulos de depósitos, entonces, para no pagar esos impuestos tales capitales comienzan a circular en la búsqueda de inversiones de producción. 

Se hace por lo tanto necesaria determinar el límite que debe tener la “presión tributaria” en un Estado determinado, y ella según los tiempos y opiniones diversas, entre ellas la de Griziotti, se encuentran en los siguientes niveles: “Soportables” cuando la incidencia de la presión tributaria ronda entre el 5 % al 6%; “Graves” cuando llegan al 12% y “Gravísimos” cuando sobrepasan el límite del 12%.

Griziotti considera que no puede hablarse de límites rígidos, sino que son continuamente desplazables, pues no deben existir límites a la recaudación de los recursos públicos destinados a la cobertura de los de los gastos públicos.

Clasificación de los Impuestos


En el grupo de los ingresos ordinarios del Estado, los impuestos se estudian bajo diversas clasificaciones basadas en distintos criterios, siendo los más importantes y que por ello tienen mayor trascendencia para apreciar las características de un sistema tributario, sus manifestaciones impositivas y los efectos que producen sobre la economía nacional son: Los Impuestos Directos e Indirectos, Reales y Personales, Ordinarios y Extraordinarios, Únicos, Múltiples, Internos y externos.

Impuestos Directos e Indirectos


Esta es una de las clasificaciones de los Impuestos que han dado origen a las mayores controversias en los estudios financieros, por lo que para su estudio y fundamentación se han formulado tres criterios diferentes que son: El criterio Administrativo, el Económico y el criterio Financiero.

Criterio Administrativo: Según este criterio, los impuestos directos se diferencian de los indirectos en la circunstancia de que los primeros se cobran de conformidad a roles o registros nominativos en que es conocida la persona del contribuyente y  el ente afectado por los impuestos, mientras  que los segundos se perciben en ocasión de ciertos actos de vida económica en los que el Estado ignora la individualización del contribuyente y aplica los impuestos a través de tarifas o aranceles preestablecidos

Criterio Económico: Conocida también como el criterio de Traslación de una y otra clase de impuestos, en la que, según los autores como Rau y Wagner la diferencia básica entre impuestos directos e indirectos es la circunstancia de que los primeros no se trasladan de quién los cancela hacia otra economía mas débil, mientras que los segundos tenderían por la naturaleza de los objetos o actos que gravan a ser trasladados desde la persona que lo ha cancelado hacia otras economías mas débiles.

Existen impuestos que por su propia naturaleza no permite la traslación como el Impuesto a la Renta o el Impuesto Inmobiliario (Impuestos Directos)

Criterio Financiero: Según este criterio, la diferencia substancial entre los impuestos directos e indirectos radican en que, en los primeros el Estado determina la capacidad contributiva del contribuyente, y en los indirectos el Estado no se ocupa de  tal determinación, desconociendo de esta manera la posición exacta del contribuyente, siendo inducido a simples manifestaciones aparentes de renta de que dispone el contribuyente a través de los consumos que realiza o actos que ejecuta.

Concluimos diciendo que, dentro del Criterio Económico se considera el efecto de la traslación del tributo y así, es directo cuando la traslación no se opera e indirecto cuando la traslación se opera, en el Criterio Financiero, es directo el impuesto cuando afecta una manifestación  directa e inmediata de riqueza, y es indirecto cuando afecta una manifestación mediata de riqueza, y por último, en el Criterio Administrativo es directo cuando se establece el tributo de conformidad a registros de contribuyentes y es indirecto cuando se aplica el impuesto sobre la base a tarifas o aranceles preestablecidos.

Impuestos Reales y Personales


Esta clasificación se realiza atendiendo a la forma en que el Estado considera la renta o riqueza de los individuos. 

En los Impuestos Reales, el Estado solo constata la renta o riqueza de los individuos en general sin considerar la situación individual de cada contribuyente y en la que se toman en cuenta aspectos objetivos del hecho imponible, como cuando se grava una riqueza dada en un acto económico, como ser en la compra de un inmueble, o un gasto de consumo, con total independencia de la capacidad económica del contribuyente

En los Impuestos Personales en cambio, el Estado entra a considerar no solo la renta o riqueza de la que dispone, sino también la situación especial de cada contribuyente. Es entonces el impuesto de carácter personal cuando la captación de la capacidad económica del contribuyente se hace en base a aspectos subjetivos del mismo, teniendo en consideración su riqueza global, teniendo como ejemplo al impuesto a la Renta, en la que se tiene en cuenta la suma de todas las rentas del contribuyente es decir las de distintas fuentes y no en particular de cada renta.

Impuestos Ordinarios y Extraordinarios

Sobre la distinta naturaleza de estas dos clases de impuestos no existe unanimidad en la doctrina, y a veces se asigna la categoría de extraordinario a aquellos impuestos establecidos con vigencia temporal y ordinarios a los que son establecidos con vigencia permanente. Sin embargo, como norma general, todos los impuestos que contemplan las legislaciones tienen el carácter de ordinarios, ya que los impuestos gravan solo la renta y solamente en circunstancias excepcionales se entra a gravar el capital.

Impuestos Únicos y Múltiples


Clasificación meramente doctrinaria, por cuanto que el impuesto único no tiene manifestaciones dentro del régimen impositivo de ningún país. Sin embargo, Mateus Benavente  dice que el impuesto único sería aquel que sustituiría a todos los impuestos que pudieran aplicarse en un sistema impositivo, para fundirlos en uno solo y que sería aplicado sobre la totalidad de la renta de una economía determinada.

Impuestos Exteriores e Interiores


Los primeros serían aquellos que son establecidos en ocasión del tráfico internacional de mercaderías y los segundos aquellos que gravan las rentas o manifestaciones de riquezas de las economías privadas domiciliadas en un país, o rentas cuyas fuentes se encuentran dentro del país, o, que proviniendo del extranjero son percibidos por personas domiciliadas en el país de imposición.


Así, los impuestos exteriores son los establecidos con relación a la importación, exportación o transito de mercaderías y se encuentran representados por los impuestos aduaneros, y serían impuestos interiores todos los demás  exceptuados los exteriores.
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Tasas – Definición


A la tasa es definida como la “prestación pecuniaria que el Estado exige a quién hace uso actual de ciertos servicios públicos” Como puede notarse, en esta definición se distinguen tres elementos fundamentales que son: a) el uso actual de un servicio público, b) un pago del particular al Estado de una suma de dinero por este uso, y c) la idea de que solamente en ciertos servicios públicos se cobran tasas.

Fundamento de las Tasas


Porque el Estado no financia sus servicios solamente por intermedio de tasas o solamente por medio de impuestos, es la gran pregunta


Se afirma que la coexistencia de ingresos de Derecho Público se debe a que existen ciertos servicios públicos en las que es imposible determinar la ventaja o la utilidad que esos servicios reportan a la sociedad, como ser el caso de los servicios que prestan las FFAA de un país (asegurar el respeto de la soberanía del Estado), mientras que en otros si es posible una determinación de esos beneficios o utilidad, como el de los Servicios de Correos, representados por quienes hacen uso efectivo de este servicio.


Se ha formulado al respecto la división entre servicios públicos de consumo divisible y servicios públicos de consumo indivisible, siendo en principio que los primeros debían ser financiados por las llamadas Tasas y los segundos por los Impuestos. Razones de equidad defendieron la coexistencia de estas dos clases de ingresos y se afirmó por tanto que lo más justo o equitativo era que concurrieran al financiamiento de los servicios públicos aquellos que hacen uso de los mismos.

Determinación del valor de las Tasas


Existen criterios que el Estado utiliza para la determinación del valor de las Tasas, y el primero de esos criterios, de estricto carácter matemático que si se aplica en todo su rigor, sería el dividir el costo total del servicio de consumo divisible, por sus unidades de consumo y cobrar a cada una de estas su costo matemático. Pero, el Estado al observar que por encima del valor de las tasas existe un interés colectivo de que se haga uso de estos servicios cuya existencia favorece la convivencia social cede el paso a la idea de que, es necesario  favorecer el consumo de esos servicios, rebajando así el costo matemático a una cantidad que haga posible el consumo de esos servicios en mira al interés social  que ofrece ese servicio. 

De esta manera, el criterio matemático se ve modificado y en la determinación del valor de las tasas se considera las circunstancia de que el servicio público debe estar al alcance de los que lo necesitan

Sistemas de recaudación de las Tasas

En la recaudación de estos ingresos se emplean diversos procedimientos, según sea la naturaleza del servicio de que se trata. En algunos se exige el pago de la tasa en forma directa e inmediata de quién recurre a él, en otros son los propios funcionarios encargados de éstos servicios los que recaudan del público el valor de las tasas y finalmente, en ciertas oportunidades, es utilizado un sistema directo de estampillas, timbres o papeles con el sello del Estado en el momento en que se presta el servicio.

Los Servicios públicos costeados por Tasas en el Paraguay


El Prof. Carlos A. Mersán ofrece una reseña de las tasas encontradas en la legislación positiva y que resumidas son:

a) Tasas por Certificados, informes o testimonios de documentos, copias autenticadas  de leyes (Ley 125 / 91)

b) Tasas portuarias a ser percibidas por la ANNP (Ley 303 / 55 y sus modificaciones del año 1999) entre las que encuentran: Tasas de Muelle; Eslindajes y Manipuleo de mercaderías; Almacenaje de mercaderías; * Régimen de Pacotilla;  etc.

c) Tasas Municipales: Recolección de Basuras,, Barrido y Limpieza de vía pública, de cementerios, inspección de pesas y medidas, provisión de Chapas, salubridad, desinfección, conservación de pavimento, etc.

d) Tasas de Alumbrado (Ley 966 / 64) a cargo de la ANDE;

e) Tasas del Ministerio de RREE por expedición, renovación, prórroga de pasaportes, etc.

f) Tasas Sanitarias: los aranceles de los servicios del Ministerio de Salud por diversos conceptos como: registros sanitarios, importación de productos farmacéuticos, expedición de certificados, fijación de precios de medicamentos, fertilizantes, tabacos, bebidas alcohólicas importadas, análisis laboratorial de aguas, etc.

g) Tasas de Peajes: percepción de tasas de tránsito por el uso de rutas camineras, cruce de puentes dentro del territorio nacional, recauda el MOPC.

h) Tasas en el aeropuerto Silvio Pettirossi, y en el Guaraní, por servicios aeronáuticos y tarifas a cargo de la DINAC.

El principio de la Proporcionalidad y Progresividad del Impuesto


Dentro del ámbito del Derecho Tributario se cuentan los siguientes principios: el de la legitimidad, (no hay tributo sin ley); Igualdad, (la igualdad, base del tributo) con lo cual se eliminan los privilegios y los de la Proporcionalidad y la Progresividad en la imposición.

Impuesto Proporcional


La proporcionalidad de los impuestos constituye una de las condiciones esenciales de los sistemas tributarios modernos. Tal característica se logra mediante el sistema proporcional propiamente dicho o mediante el sistema progresivo, puesto que este último no pierde su condición de proporcionalidad, diferenciándose del primero en la forma de establecer la cuota


Cuando decimos que el impuesto es proporcional, destacamos que el quantum del mismo permanece constante, cualquiera sea la cantidad de la materia imponible.


El impuesto es entonces proporcional cuando se aplica una alícuota o tasa impositiva constante, cualquiera sea la variación de la base de la tributación, y el monto del impuesto varía  en una proporción constante a consecuencia de la alícuota legal fija. 

En el impuesto a la contribución territorial por ejemplo, la valuación fiscal, base del impuesto puede crecer o disminuir, pero la tasa impositiva  (1%) es fija, como lo establece el Art. 61, Ley 125 / 91 “En el sistema de proporcionalidad tributaria, el quantum impositivo establecido es el mismo aunque varíe la Unidad económica contributiva”

Impuesto Progresivo

Es aquel en el que la tasa o quantum se eleva a medida que aumenta la materia imponible. La progresividad no es aplicable a cualquier tipo de impuesto, así no procede con respecto a los impuestos indirectos y sí en los gravámenes directos, en especial sobre la renta. La progresividad puede ser simple o graduada. Es simple cuando la carga del impuesto crece sobre la base del impuesto imponible y es graduada cuando además se toman en consideración otras circunstancias como cuando en el impuesto a la renta personal se discriminan tasas diferentes según la fuente de la renta, salarios, sociedades, etc.

No faltan adversarios del impuesto progresivo, quienes le atribuyen emigración de capitales, que sería exacto si la progresividad es por demás exagerada,  (50 % o más) pero, contrariamente no, si ella se encuentra en los límites ideales (25 %  a  30%). Nuestra ley impositiva, ley 125 / 91 establece en su Art. 20 “La tasa general del impuesto a la renta será del 30 %” Es un impuesto proporcional a diferencia del derogado progresivo (Ley 367 / 72)


Tarifa o Tasa del Impuesto


Es la cifra que fija el monto del detraimiento de riqueza que debe efectuarse sobra la materia imponible, que se exterioriza en un porcentaje de dicha materia, por ejemplo: tasa del 5% al 20%. Siempre, el contribuyente busca que dicha tasa sea la mas baja posible, mientras que el fisco, aún sin pretender lo contrario, debe propender a que ella sea lo más ventajosa a su respecto. Para determinar la tasa del impuesto son dos las formas aplicables:

a) Impuesto de cuota: Aquí, la ley puede fijar primeramente de manera categórica la tasa aplicable a cada unidad de materia imponible, Ej. Impuesto del 16% sobre los salarios; del 20% sobre las ganancias eventuales; 30% sobre los loteos de tierras, etc.  Con este procedimiento, el producido del impuesto resulta incierto hasta el fin del año financiero, ya que en definitiva dependerá de la cantidad de riqueza existente en el país a la que la tasa habrá podido aplicarse, pues las cifras que aparecen en los cálculos de recursos del presupuesto, son mera previsión.

b) Impuesto de repartición o contingente: Aquí, la tasa del impuesto que será aplicado a la detracción de la riqueza imponible, no será determinada inicialmente por ley, pues lo que ella fija cada año es el contingente, es decir, la suma total que el aludido impuesto deberá proporcionar al erario al final del año fiscal. Ej. El contingente del impuesto a los réditos para el año 2003 será de Gs. 5.000 millones. Esta suma global deberá ser objeto de múltiples reparticiones o distribuciones entre los distintos departamentos, distritos o comunas y, la fracción del contingente asignada a “la comuna” será distribuida entre los contribuyentes a prorrata de sus elementos imponibles y variará cada año, según lo que se necesite detraer.

  
Resumiendo, el impuesto de “cuota” parte de un quantum fijo predeterminado para arribar a un rendimiento de impuesto incierto hasta la conclusión de la recaudación, y el impuesto de “repartición” parte de un rendimiento cierto de impuesto, para llegar al quantum del impuesto que se desconoce al principio y que es susceptible de variar cada año.
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Finanzas Municipales 

Actividad Financiera de los Municipios


Los municipios, por su origen histórico y por las funciones institucionales que les fueron confiadas, tienen reconocida, en principio, la facultad de crear y percibir tributos para atender los gastos inherentes a sus fines.


La propia Constitución Nacional, dedica a los municipios los artículos 166 al 171 por la que le acuerda autonomía administrativa, política y normativa, como también la autarquía en la recaudación e inversión de sus recursos.

Superintendencia del Estado sobre la actividad Municipal


Principio constitucional. En efecto, el Art. 165 de la C.N. establece que “Los departamentos y las Municipalidades podrán ser intervenidos por el Poder Ejecutivo, previo acuerdo de la Cámara de Diputados...” estableciendo  algunas causales específicas, tales como: La solicitud de la H.J.M., la Junta Departamental; por desintegración de la Junta Departamental o Municipal que haga imposible su funcionamiento, y la existencia de graves irregularidades en la ejecución del  presupuesto.


La intervención no se prolongará por mas de 90 días y si de ella resulte la existencia de lo previsto en el inc. 3), la Cámara de Diputados por mayoría absoluta podrá destituir al Gobernador o al Intendente, la Junta Departamental o Municipal, debiendo el S.T.J.E. convocar a nuevos comicios para reemplazar las autoridades cesadas en sus funciones.

Municipalización de los servicios de utilidad pública


Existen servicios públicos cuya organización y funcionamiento competen exclusivamente al Estado, sea por su naturaleza o su importancia de carácter general, como son las FFAA, y las Policiales, a cuyo cargo están los servicios de seguridad externa e interna, la Justicia, el Correo, etc. Así mismo, existen otros servicios públicos que debiendo ser atendidos por el Estado, lo son por los municipios, en atención al interés local y las condiciones particulares de zonas o regiones, como ser: los caminos internos y vecinales, el de agua potable, que al ser atendidos por la administración municipal  conforme a sus recursos, se produce la Municipalización de tales servicios.

Bases de la Organización Municipal


Las mismas se encuentran fijadas por la C.N. y la Ley Orgánica Municipal, Ley 1.294/87. La C.N. reconoce la “autonomía municipal” significando ella que cada municipio tiene gobierno propio, formado por autoridades electas en comicios directos cada 5 años. Esta autonomía comprende los aspectos político, jurídico, económico y administrativo. En virtud de esta economía, la Municipalidad tiene sus propios bienes y rentas, dicta ordenanzas y resoluciones, nombra sus funcionarios, etc.


El Municipio constituye la comunidad de vecinos con gobierno y territorio propios, y tiene por objeto entre otros: el bienestar de la comunidad, el desarrollo de los intereses locales y la promoción de la participación ciudadana. Está gobernada por la Municipalidad, siendo sus órganos, La Intendencia o Ejecutivo Municipal y la H.J.M., quienes ejercerán el poder público local de conformidad a lo estatuido por el Art. 3° de la C.N., con atribuciones de legislar, regular, controlar, ejercer funciones de policía, ejecutar sus resoluciones, recuperar de oficio sus bienes y aplicar sanciones que correspondan.

La Junta Municipal (H.J.M.)


Es el órgano deliberante y legislativo del Gobierno Municipal. Sus miembros serán elegidos directamente por el pueblo, en la forma y tiempo determinados por la Ley electoral, duran 5 años en sus funciones y pueden ser reelectos.


El periodo se sesiones anuales se inicia el día de asunción al cargo con un periodo de receso a partir del 21 de diciembre al 15 de enero, durante el cual funcionará una comisión permanente que en todo lo aplicable se regirá por lo establecido en la C.N. para la comisión permanente del Congreso. El quórum y las mayorías serán determinados de acuerdo al Art. 185 de la C.N.


Los Municipios con más de 100 mil habitantes tendrán un Consejal más por cada 40 mil habitantes. En ningún caso los concejales será superior a 25, para cada elección, la Justicia Electoral hará el cálculo para determinar estas cantidades, para cada Municipio.


La administración financiera Municipal, en cuanto a los egresos necesarios para el desenvolvimiento administrativo y para la ejecución de las obras y servicios, se ajustará a las normas técnicas de esta ley y de las Ordenanzas, en lo relativo a presupuesto, tesorería y contabilidad.

Recursos financieros de las Municipalidades


Como recursos, las Municipalidades cuentan con los siguientes recursos: a) La participación en las rentas nacionales; b) la regulación del monto de las Tasas; y, c) el acceso al crédito privado y público nacional e internacional.


Una disposición de gran trascendencia es la del Art. 169 de la C.N. que le asigna a las Municipalidades y a los Departamentos hoy Gobernaciones, la totalidad de los tributos que graven la propiedad inmueble en forma directa. La recaudación es de competencia de las municipalidades, y el producido se reparte como sigue: a) el 70 % para cada Municipalidad; b) el 15% para la Gobernación respectiva y; c) el 15% para las municipalidades de menores recursos.

Los ingresos Municipales son: a) Ingresos Ordinarios y Originarios, formados por las rentas y los bienes patrimoniales del Municipio y de las empresas públicas municipales; b) Ingresos derivados, formados con el producto de los tributos (tasas, impuestos y contribuciones especiales) y las subvenciones del Estado.

Los Bienes Municipales están constituidos por:  a) Los bienes del dominio público Municipal y b) Los bienes del dominio privado Municipal. 

Los primeros son los que en cada Municipio están destinados al y uso y goce de todos los habitantes como las calles, avenidas, caminos, puentes, plazas, parques y demás espacios destinados a recreación y los edificios públicos, las aceras y accesos, ríos, arroyos y lagos de su territorio que sirven al uso público, etc. 

Estos bienes son inalienables, inembargables e imprescriptibles, por su naturaleza carecen de estimación monetaria por lo que no figurarán en el activo contable Municipal.

Los segundos, son aquellos constituido por los muebles e inmuebles que no sean del dominio público, los inmuebles situados en el Municipio que carezcan de dueño, los inmuebles municipales destinados a renta y las inversiones financieras. La H.J.M. a solicitud de la Intendencia podrá decidir la venta de bienes del dominio privado en subasta pública y excepcionalmente podrán venderse directamente, previo avalúo pericial que no será menor al valor fiscal, teniendo preferencia en dichos casos los arrendatarios de dichos bienes.


Los ingresos corrientes se clasifican por su parte en: Ingresos Tributarios; Ingresos no Tributarios y Transferencias, siendo los primeros los provenientes de impuestos, tasas y contribuciones especiales, creados para el funcionamiento de las Municipalidades. Los segundos, son los generados por otras fuentes que son básicamente los siguientes: Las multas; las prestaciones de Servicios; Las rentas de activos fijos y de activos financieros; las concesiones, etc. Por último, las transferencias son ingresos originarios en asignaciones del Gobierno Nacional y Asistencias financieras no reembolsables.


También se debe considerar los llamados ingresos de capital que son: Los reembolsos de préstamos; los empréstitos internos y externos; las ventas de activos fijos; las ventas de valores financieros y los superávits en la aplicación de presupuestaria.

Predominio de las tasas sobre los impuestos


La preponderancia de las tasas sobre los impuestos se puede determinar de la siguiente manera. Hemos dicho que los impuestos constituyen una carga fiscal de carácter general, creados para el sostenimiento de servicios públicos indispensables reclamados por la totalidad de los habitantes, como ser las FFAA, el correo, salud, educación, etc. atendidos y organizados exclusivamente por el Estado. En cambio, las tasas constituyen el pago en retribución de servicios públicos municipalizados como: alumbrado público, servicios de barrido, limpieza, recolección de residuos, conservación de cloacas y otros que viene a constituir servicios típicamente municipales. La preponderancia de las tasas ante los impuestos se halla de esta manera en esta explicación, pues las tasas tienen una “contrapartida” medible, los impuestos no lo tienen.

Tasas e impuestos Municipales


Son Impuestos Municipales los siguientes: Impuesto Inmobiliario, Imp. Adicional al baldío, Las patentes de comercio, industria, y profesionales en Gral. Patentes de vehículos, A la construcción, a La demolición, al Fraccionamiento de propiedad inmobiliaria, A la transferencia de bienes raíces, De registro de marcas de ganado, Transporte colectivo de pasajeros, a las rifas y sorteos, A la publicidad y propaganda, etc.


Son Tasas Municipales las que percibe la Municipalidad cuyos montos guardan relación con el costo de los servicios públicos prestados con más gastos administrativos como ser: Barrido y limpieza, Recolección y tratamiento de residuos, Conservación de parques, jardines y paseos públicos, Chapas numerativas domiciliarias, Desinfección y lucha contra insectos, roedores y otros agentes transmisores de enfermedades, Provisión de agua potable, etc.

Subsidio del Estado


Los subsidios del Estado constituyen uno de los ingresos que pueden recibir las finanzas municipales. La propia C.N. establece que corresponde a las Municipalidades la totalidad de los tributos de origen inmobiliario que recaude en forma directa, de ello, el 70% queda para el Municipio recaudador, el 15% se destina para la Gobernación respectiva y el 15% restante es destinado para un fondo a ser repartido entre las municipalidades de menores recursos.

Organización y funciones de las Municipalidades


El Municipio constituye el conjunto de vecinos que ocupan un determinado territorio, en número no menor de 10.000 habitantes, con capacidad financiera para cubrir los gastos de la vida municipal, con gobierno propio y tiene por objeto el bienestar de la comunidad, el desarrollo de los intereses locales y la promoción de la participación ciudadana. Está regida por la administración municipal, el Intendente Municipal y la H.J.M.

Su creación le corresponde exclusivamente al Congreso Nacional, como la supresión o modificación de sus límites en su caso.

Son deberes y atribuciones municipales entre otros:

a) La elaboración y ejecución de planes de desarrollo integral y armónico del Municipio y de sus programas y proyectos;

b) La ordenación, gestión, ejecución, contralor de la disciplina urbanística;

c) Aplicar la ley con relación a la evaluación y declaración del impacto ambiental de las obras en general;

d) La regulación del funcionamiento de lugares privados de acceso público;

e) La provisión de agua potable, alcantarillado sanitario y tratamiento de aguas residuales,

f) La protección civil, la prevención de desastres y la extinción de incendios, etc.

El régimen legal vigente de las Municipalidades está contenida en la Ley Orgánica Municipal N° 1.294/87

LECCIÓN
XIV


El Presupuesto – Definición


El presupuesto constituye el cómputo anticipado del coste de una obra, de los gastos o las rentas de un Estado o una Sociedad.


Podemos definirla como “ El documento legal en el cual sistemática y anticipadamente se calculan los ingresos y se autorizan los gastos que habrán de producirse en un Estado, en cierto periodo de tiempo” Por su parte, el Art. 5° de la Ley 1535 / 99 de Administración Financiera del Estado lo define como: “El instrumento de asignación de recursos financieros para el cumplimiento de las políticas y los objetivos estatales.” 

Así, constituye la expresión financiera del plan de trabajo anual de los organismos y entidades del Estado. En él se preverá la cantidad y el origen de los ingresos, se determinará el monto de los gastos autorizados y los mecanismos de financiamiento se elaborará por programas y con técnicas adecuadas para la asignación de los recursos financieros del Estado

Elementos de la definición


Se pueden extractar de la definición por lo menos 6 elementos como ser:

a) Es un documento legal: o sea que no constituye una mera previsión contable para un periodo futuro, sino una Ley que, aunque diferente  a otras leyes, implica una aprobación del Poder Legislativo y un mandato estricto en materia de gastos que en él se contemplan;

b) Es sistemático: es decir, es una presentación en cifras de las sumas que contempla, confeccionada de acuerdo con un sistema, persiguiendo la agrupación de los gastos según su objeto;

c) Es un cálculo y una autorización anticipada: es en sí mismo una previsión de una realidad económica y futura, que implica el cálculo de los ingresos que se espera percibir durante el periodo en que se aplica;

d) De los gastos y de los ingresos: que constituyen las dos partes esenciales en que se descompone y están en íntima relación, porque, en finanzas se admite que los ingresos se regulen por los gastos;

e) De un Estado: porque ellos se refieren únicamente al Estado, sin perjuicio de otros entes políticos, municipales, etc. que tengan presupuestos; y,

f) Durante un cierto periodo de tiempo: por lo mismo que constituye una previsión financiera, es confeccionada para un espacio limitado de tiempo conocido con el nombre de “ejercicio presupuestario” por lo general de un año, sea o no calendario.

Principios presupuestarios


Existen diversos postulados que tratan de explicar e implementar la elaboración de  un buen presupuesto que mostrará una exacta situación de las finanzas del Estado, y ellos son la Unidad, Anualidad, Veracidad y Equilibrio.

Unidad: Es la que exige que todas las finanzas del Estado, en sus gastos e ingresos, figuren en un solo presupuesto que constituya la síntesis de estas dos grandes partidas. Con ello se busca que el Parlamento, quién es el que aprueba el presupuesto tenga una visión acabada y total de los recursos de que el Estado dispone y de los gastos totales.

Anualidad: Es la que recomienda que el periodo a que la previsión se refiera no exceda de un año, calendario o regulado por otras fechas, con lo que se busca que la previsión no alcance periodos muy dilatados.

Veracidad: Es la que exige que en los respectivos cálculos de ingresos se consignen sólo las sumas que verosímilmente pueda expresarse hayan de afluir a las arcas fiscales.

Otros: Principios como el de la Universalidad, según el cual no puede haber compensación entre gastos y recursos; Especialidad  o Especificación de gastos, que significa que la autorización parlamentaria de los gastos no se da en forma global, sino que se concede e forma detallada para  cada crédito.

El equilibrio presupuestario


Entre los principios clásicos en materia presupuestaria, está ubicada la del equilibrio presupuestario que debe darse año tras año, ejercicio tras ejercicio. Ahora bien, el equilibrio presupuestario no constituye la aparente relación de equivalencia entre el monto de los gastos aprobados y el volumen de los ingresos calculados, sino algo mucho más complejo que la mera relación igualitaria entre dos cantidades. Todo presupuesto está formalmente nivelado, ya que la suma de gastos debe estar siempre exactamente cubierta por los ingresos, por lo que, cuando se dice que un presupuesto está nivelado, se quiere significar que la suma de ciertas clases de ingresos debe ser igual a la suma de ciertas clases de gastos. 


Ahora bien, el principio del equilibrio sólo tendría vigencia efectiva en cuanto los pueblos vivan periodos normales y regulares en materia económica-financiera y no así en periodos de inflación o depresión, épocas en que, pretender mantener el equilibrio presupuestario sería funesto para la economía nacional, puesto que no sería posible apelar a los medios necesarios para restablecer las finanzas nacionales alteradas por una inflación o una depresión.

Momentos presupuestarios


Con el nombre de Momentos Presupuestarios se designan a los diversos periodos por los que pasa un presupuesto, que se inicia con la preparación de la misma hasta la terminación del ejercicio presupuestario al que se refiere y se distinguen en ello los siguientes “momentos presupuestarios” Preparación, Confección, Discusión y Aprobación, Ejecución, y Justificación o rendición de cuentas.

Preparación y Confección: Esta “fase” del proyecto de presupuesto implica una tarea difícil y un estudio responsable de cada una de sus partes. El principio básico a tenerse en cuenta en su elaboración es el de la veracidad. La extraordinaria complejidad del presupuesto radica en que el mismo dejó de ser un mero documento contable y se constituyó en “un programa de acción de Gobierno” expresado en cifras y sancionado por los representantes del país. Esta fase, en nuestro país se encuentra a cargo de la Dirección Gral. del Presupuesto, dependencia del Ministerio de Hacienda, que realiza su trabajo con los datos que le son proporcionados por los organismos de la Administración Pública teniendo en cuenta los cálculos de Gastos y Recursos que la Dirección realiza.

Discusión y Aprobación: Segunda etapa encomendada al Parlamento. Se inicia con la recepción del proyecto enviado por el P.E. y termina con la aprobación final del mismo, hayan sido introducido o no en él modificaciones.

Es importante señalar en este punto que, el Congreso discute y aprueba el Presupuesto de la Administración Central, es decir el del P.E.; P.L. y el P.J.; los pertenecientes a las municipalidades se rigen por la Ley Orgánica Municipal o Cartas Orgánicas de cada entidad.

Ejecución Presupuestaria: Una vez aprobado el proyecto y transformado en ley, éste entra a regir desde el día en que se inicia el ejercicio presupuestario hasta el día de su término. En todo el mundo, el P.E. es el encargado o el que tiene la responsabilidad de su correcta aplicación. La ejecución presupuestaria comprende básicamente dos actividades financieras, la de la recaudación de los ingresos y la realización de los gastos que el presupuesto contempla.

Justificación presupuestaria o rendición de cuentas: En todos los países existe de una manera o de otra la exigencia legal de que el Gobierno por sí o por órganos de su administración financiera, presente una cuenta completa y detallada sobre la gestión presupuestaria del ejercicio fenecido. En ella, se confrontan la previsión financiera efectuada con anterioridad al ejercicio presupuestario, con el resultado obtenido al término de éste, comprendiendo esa confrontación no sólo la de los gastos e ingresos previstos o autorizados en el presupuesto, sino también aquellos que hayan sido necesarios agregarse a los primitivamente autorizados. La importancia de este documento financiero radica en que permite apreciar la forma en que el Ejecutivo cumplió el mandato que el presupuesto implica y por otra, apreciar la aproximación con que la previsión se ha realizado, sirviendo de base o antecedente para la elaboración de posteriores proyectos presupuestarios.


El Art. 238, Inc. 14 de la C.N. determina que el Presidente de la Rca. debe Preparar y presentar a consideración de las Cámaras del Congreso el proyecto de Presupuesto Gral. de la Nación


El Art. 202 Inc. 4° del mismo cuerpo legal determina el deber del Congreso de Legislar sobre materia tributaria, y el Inc. 5° Sancionar anualmente la ley del Presupuesto Gral. de la Nación.

Art. 216 de la C.N. determina: “El proyecto de Ley del Presupuesto General de la Nación será  presentado anualmente por el P.E. a más tardar el 1° de Setiembre, y su consideración por el Congreso tendrá prioridad absoluta. Se integrará una comisión Bicameral, la cual recibido el proyecto, lo estudiará y presentará dictamen a sus respectivas cámaras, en un plazo no mayor de sesenta días. 

Recibidos los dictámenes, la Cámara de Diputados se abocará al estudio del proyecto en sesiones plenarias y deberá despacharlo en un plazo no mayor de 15 días corridos. 

La Cámara de Senadores dispondrá de igual plazo para el estudio del proyecto, con las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, y si las aprobase, el mismo quedará sancionado. 

En caso contrario, el proyecto volverá con las objeciones a la otra cámara, la cuál se expedirá dentro del plazo de diez días corridos, exclusivamente sobre los puntos discrepantes del Senado, procediéndose en la forma prevista en el Art. 207, inc. 1, 2 y 3, siempre dentro del plazo de diez días corridos. 

Todos los plazos establecidos en este artículo son perentorios, y la falta de despacho de cualquiera de los proyectos se entenderá como aprobación. 

Las cámaras podrán rechazar totalmente el proyecto presentado a su estudio por el P.E. sólo por mayoría absoluta de dos tercios en cada una de ellas.

Doble y Múltiple Imposición

Decimos que hay doble imposición cuando se grava dos o más veces una misma cosa o una misma persona. Genéricamente es pues, la imposición reiterada sobre el mismo destinatario legal y por el mismo hecho imponible, en el mismo periodo de tiempo y por parte de dos o más sujetos con poder tributario. La multiplicidad impositiva sin embargo es cuando se advierte la afectación de la riqueza por los distintos gravámenes que integran un sistema tributario, opuestamente al sistema de imposición única.

La doble imposición sugiere como fenómeno financiero las siguientes condiciones: a) coexistencia de dos autoridades financieras, sea interna o internacional, b) Un mismo impuesto cobrado por cada una de ellas y c) Sobre el mismo hecho imponible.

El primer supuesto y en el orden interno ocurre en los países federales con la tributación nacional y la estadual  y en el orden internacional, se trata de Estados capaces de esgrimir una pretensión susceptible de entrar en conflicto con otra pretensión similar. Es decir, dos grupos de países con intereses contrapuestos, en cuya defensa hacen jugar principios distintos como factores de atribución de poder tributario.

Debe tratarse de un mismo impuesto aplicado por dos autoridades diferentes, así como en el caso del impuesto a las ganancias, cuando se grava simultáneamente a la sociedad de capital y también a los accionistas, y finalmente, requiere que el gravamen impuesto por dos soberanías fiscales incida sobre el mismo hecho imponible, es decir, sobre los mismos presupuestos de hecho determinados por el legislador para dar nacimiento a la obligación impositiva.

Diferencia entre doble imposición e imposición sucesiva


Hemos observado que para la existencia de la doble imposición es necesario las  siguientes condiciones: la coexistencia de dos autoridades financieras, un mismo impuesto cobrado por cada una de ellas y que la imposición se opere sobre un mismo hecho imponible, sin embargo la imposición sucesiva se caracteriza porque tras haber satisfecho el tributo, se reclama otro nuevo sobre la misma riqueza y por igual concepto

Las cuatro Reglas de Adam Smith


Adam Smith, en su obra “La riqueza de las Naciones” sienta como premisas tributarias generales 4 axiomas, es decir, principios claros y evidentes que no necesitan demostración: Capacidad o Justicia, Certeza, Comodidad y Economía en lo que respecta a la tributación en general y el contribuyente en particular.

Primera Regla: Capacidad o Justicia


Los ciudadanos de un Estado deben contribuir a mantener el gobierno lo más posible a la proporción de sus respectivas capacidades, es decir en proporción de las rentas que gozan bajo la protección del Estado. 

Adam Smith propiciaba la aplicación de impuestos proporcionales no progresivos, con lo que se cumpliría el concepto de equidad impositiva. 

La riqueza a ser gravada por el impuesto, decía Smith debe ser solamente la gozada, la consumida, interpretándose que quedaría excluida de la imposición la riqueza ahorrada. 

Otro principio cardinal que se infiere de este canon se relaciona con la idea de que el impuesto se paga como contraprestación que otorga el Estado a los particulares y que les permite obtener la riqueza de la que gozan bajo su protección.-

Segunda Regla: Certeza


El impuesto que cada individuo esta obligado a pagar debe ser fijo y no arbitrario. La fecha de pago, la forma de realizarse, como la cantidad a pagar debe ser clara para el contribuyente y las demás personas. La certidumbre de lo que cada individuo debía pagar en impuestos era de extrema importancia para Smith, que dedujo de la experiencia que un grado muy considerable de desigualdad produce un efecto menos dañino que un  grado pequeño de inseguridad.


Para cumplir con este postulado de transparencia tributaria, la ley fiscal debe determinar con precisión los siguientes datos: sujetos pasivos, hecho imponible, base imponible, alícuota, fecha, plazos y modalidades de pago, exenciones y beneficios en general, infracciones posibles, sanciones aplicables y recursos legales que proceden frente a una actuación ilegal de la administración. Otro elemento importante a los fines de este principio es la difusión de las normas. Así, las disposiciones fiscales deben ser publicadas y explicadas, no sólo por el medio que señala la ley como obligatorio (boletín oficial) sino por todos aquellos que faciliten su divulgación, de manera que sean conocidas por los afectados en el menor tiempo posible.

Tercera Regla: Comodidad


Todo impuesto debe cobrarse en la época o de la manera según la cual su pago pueda ofrecer mayor conveniencia al contribuyente. De esta forma, un impuesto sobre la renta  deberá pagarse en el momento en que esta se perciba, los impuestos a los artículos de lujo los paga el consumidor a medida que los adquiere voluntariamente.

Cuarta Regla: Economía


Todo impuesto debe estar ideado de tal manera que haga salir de las manos del pueblo la menor suma posible, al mismo tiempo el producto del impuesto una vez salido de la mano del pueblo debe entrar lo antes posible al Tesoro público. Los impuestos pueden sacar o impedir que entre en los bolsillos de la población, una cantidad mayor que la que hace ingresar al tesoro público de 4 maneras:

1° El cobro de los impuestos: puede exigir un gran número de funcionarios, cuyos salarios pueden consumir la mayor parte del producto de aquél;

2° Pueden constituir obstáculos: para las actividades de la población y desalentarla para que no se dediquen a determinadas ramas del negocio que podrían dar sustento y ocupación a grandes sectores;

3° Los castigos: para los que intentan sin éxito esquivar el impuesto pueden constituir la ruina de los mismos, acabando con el beneficio que podría producir a la comunidad la inversión de capitales, y

4° Las frecuentes visitas o registros odiosos al que se somete a los contribuyentes, pueden exponerlos a vejaciones y tiranías innecesarias.

Algunos Conceptos
Renta Nacional: Valor neto de todos los bienes económicos producidos por la nación.

Recurso Público: Suma de dinero que forman el fondo del estado.

Ciencias Puras de las finanzas: Estudia los fenómenos concretos para conseguir un fin.

Ciencias de la aplicación de las finanzas: Principios financieros que lleva ala obtención de objetivos políticos.

Presupuesto Nacional: es un documento legal en el cual, sistemática y anticipadamente, se calculan los ingresos y se autorizan los gastos que se producen en un estado en un cierto tiempo.

Ciencias de las finanzas: Estudia los principios abstractos, objetivos políticos y normas que rigen la adquisición, administración e inversión de las riquezas para satisfacer las necesidades.

Ingreso: Suma de dinero, bienes o valores que se incorporan al estado.

Derecho Tributario: Parte del derecho financiero que tiene por objeto todo lo relativo a las normas e instituciones que rigen la relación tributaria.

Gastos Públicos: Empleo que hace el estado de una suma de dinero autorizada legalmente, para satisfacer una necesidad pública.

Gastos compensatorios: Realizados por el estado para sustituir gastos del sector privado a fin de mantener un determinado nivel de renta nacional.

Presupuesto Económico-Nacional: Análisis de la posible actividad económica del sector privado y de la ocupación capaz de producir – Política compensatoria del sector público y examen del potencial humano disponible.

Impuesto: Obligación pecuniaria que pesa sobre las personas que tienen bienes o rentas sujetas al poder de imposición fiscal.

Tasas: Es una contraprestación de un servicio o ventaja obtenida por quien abona.

Contribución: Pago en dinero por una venta diferencial provocada por la plusvalía de obra pública de uso común.

Parafiscales: Tipo de recurso estatal.   No son impuestos, pero gravitan como los impuestos – son adicionales o complementos de los impuestos.  No tiene figuración específica en el presupuesto.

Obligación Tributaria: Cumplimiento o pago de un tributo que significa el cumplimiento de una obligación con el estado.

Capacidad contributiva: Aptitud económica personas para soportar las cargas públicas.

Causa del impuesto: Capacidad económica de quien posee bienes o rentas para pagar el impuesto.

Objeto del impuesto: Manifestación de la riqueza que sirve de medida del impuesto.

Fuente del Impuesto: La misma riqueza con una porción de la cual se paga el impuesto.

Unidad contributiva: Es la que sirve de base para fijar el monto del impuesto.

Quantum del impuesto: Parte del impuesto que corresponde a cada unidad contributiva.

Presión tributaria: Es la relación que existe entre la suma total de los tributos y la renta nacional.  P= T/R

Amortización o consolidación: Se produce cuando el impuesto se reduce el valor del bien afectado en forma definitiva.

Capitalización: es el alza del valor de los bienes considerados como capital que beneficia a un bien no gravado o menos gravados que los otros al producirse la supresión del impuesto que lo afecta.

Abstención: Cuando el contribuyente se substrae al pago del impuesto sin acudir a medios ilícitos o fraudulentos.

Evasión: El contribuyente recurre a medios ilícitos, ocultando la riqueza imponible o logrando que se le grave por un valor menor al que posee.

Fraude Fiscal: evitar el pago del impuesto mediante falsificaciones que caracterizan como criminosa su actividad o conducta fiscal.

Empresa Unipersonal: Toda unidad productiva perteneciente a una persona física utilizando en forma conjunta capital y el trabajo para obtener resultado económico.

Renta: Beneficios, utilidades y réditos que se obtienen de factor capital y trabajo en un periodo determinado.
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